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Manual jurídico para la compra pública alimentaria responsable:  
integración de los derechos humanos y la debida diligencia en la contratación pública

Introducción y objeto de esta guía

El presente manual jurídico se enmarca en el proyecto «No te comas sus de-
rechos: el impacto de la compra pública alimentaria en los países del sur glo-
bal», impulsado por CERAI y Mundubat, y financiado por la Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo. Parte de una constatación clara: la 
contratación pública alimentaria, en particular la vinculada a la restauración es-
colar colectiva, no es una actividad neutra desde el punto de vista social, ambien-
tal ni jurídico. Por el contrario, constituye una herramienta de enorme capacidad 
transformadora, cuyos efectos trascienden las fronteras del territorio donde se 
adjudican los contratos y alcanzan a las cadenas globales de suministro que co-
nectan el norte y el sur global.

Las Administraciones públicas, en su condición de poderes adjudicadores, no solo 
gestionan recursos públicos, sino que ejercen un mandato democrático orientado 
a la satisfacción del interés general. En el marco de la Ley 9/2017, de 8 de no-
viembre, de Contratos del Sector Público, este mandato exige de manera expresa 
la integración transversal y preceptiva de criterios sociales y ambientales en la 
contratación pública. No se trata, por tanto, de una opción política discrecional, 
sino de una obligación jurídica que encuentra fundamento tanto en el derecho 
interno como en los compromisos internacionales en materia de derechos huma-
nos, laborales y ambientales asumidos por el Estado.

Sin embargo, en la práctica, muchos contratos de gestión y suministro orienta-
dos a la restauración colectiva —especialmente a la alimentación escolar— con-
tinúan elaborándose sin incorporar de manera sistemática el análisis de las ca-
denas de valor globales que hacen posible el abastecimiento de alimentos. Esta 
inercia invisibiliza los riesgos de vulneraciones de derechos laborales, trabajo for-
zoso o infantil, discriminación, afectaciones a la salud y seguridad laboral, así 
como impactos ambientales graves, entre ellos la deforestación, que pueden pro-
ducirse en los países del sur global donde se originan numerosos productos.

Este manual tiene un doble objetivo. En primer lugar, ofrecer a las Administraciones 
públicas una herramienta jurídica rigurosa y operativa que les permita diseñar 
pliegos de contratación pública alimentaria que garanticen el respeto de los de-
rechos humanos en las cadenas globales de suministro, incorporando cláusulas 
sociales y ambientales sólidamente fundamentadas. En segundo lugar, adaptar 
este instrumento a la normativa específica de las siete comunidades autónomas 
participantes en el proyecto, proporcionando ejemplos de clausulado que puedan 
integrarse en las distintas fases del procedimiento de licitación, adjudicación y 
ejecución contractual.
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La obra se estructura en tres bloques complementarios:

1.	 «Saber para poder hacer» ofrece el marco conceptual y jurídico necesario: de-
fine las cadenas de valor globales, la contratación pública alimentaria y los 
derechos humanos; examina la obligación legal de incorporar cláusulas so-
ciales y ambientales; y aborda los debates éticos y políticos que atraviesan 
esta materia, incluyendo las tensiones entre coherencia de políticas públicas, 
riesgo de imperialismo normativo y protección económica encubierta. Lejos 
de eludir estas cuestiones, el manual las sitúa en el centro del análisis y pro-
pone bases para una redacción de cláusulas que sea jurídicamente sólida, 
éticamente coherente y políticamente responsable.

2.	 «Hacer para poder cambiar» desciende al terreno operativo. Analiza los prin-
cipales derechos laborales reconocidos en los convenios fundamentales de 
la Organización Internacional del Trabajo, la lógica de las matrices de riesgo 
como herramienta de identificación y mitigación de impactos, y el concepto 
de diligencia debida en sostenibilidad como mecanismo estructural de pre-
vención. Se incorporan, asimismo, consideraciones específicas sobre la no 
deforestación y otros riesgos ambientales asociados a determinadas ma-
terias primas, vinculando cada derecho o riesgo con posibles estrategias 
contractuales.

3.	 Finalmente, «Ejemplos de clausulado» ofrece ejemplos concretos: condicio-
nes especiales de ejecución, criterios de adjudicación, mecanismos de verifi-
cación, cláusulas de participación local, co-certificación social, colaboración 
con redes comunitarias, sistemas de puntuación y medidas de promoción 
de pequeñas empresas proveedoras del sur global. Se abordan, de manera 
específica, los desafíos jurídicos y prácticos que plantea la verificación del 
cumplimiento y se proponen estrategias administrativas realistas para su 
implementación.

Este manual parte de una convicción: la contratación pública alimentaria puede 
y debe ser una herramienta de coherencia de políticas públicas para el desarrollo 
sostenible y la protección de los derechos humanos. Integrar cláusulas sociales 
y ambientales no es un gesto simbólico, sino una expresión concreta de la ética 
de lo público y del mandato democrático que vincula a las Administraciones. Con 
ello, se contribuye no solo a mejorar la calidad y responsabilidad de los servicios 
de restauración colectiva, sino también a avanzar hacia relaciones económicas 
más justas entre el norte y el sur global.

En definitiva, «No te comas sus derechos» aspira a proporcionar fundamentos, 
argumentos y herramientas prácticas para que las Administraciones públicas 
ejerzan plenamente su responsabilidad jurídica y política, utilizando el poder de 
compra pública como palanca para la transformación social y la defensa efectiva 
de los derechos humanos más allá de sus fronteras.
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Bloque I: Saber para poder hacer

1. Cadenas de valor globales, del Sur al Norte:  
contexto y conceptos básicos

     Definición de cadenas de valor globales
     Concepto de contratación pública alimentaria
     Concepto de derechos humanos
     Concepto de sur global

2. La obligación de incorporar cláusulas ambientales y de protección de 
derechos humanos en los pliegos de contratación pública alimentaria. 
Fundamentación jurídica

Marco normativo y argumentos para su inclusión

3. Enfoques y consideraciones éticas

La ética de lo público y el mandato democrático
Imperialismo normativo, proteccionismo económico y coherencia política
¿Es esto una forma más de imperialismo normativo por parte del norte global?
¿Puede ser una forma del norte global de protegerse económicamente, 
ocultándose tras la máscara de protector nuevamente?
¿Qué está haciendo el norte global para favorecer realmente 
las condiciones sociopolítico-económicas del sur global?

4. Particularidades del sur global

5. Bases para alcanzar un camino ético y político en la redacción  
de cláusulas

Coproducción de estándares y condiciones
Incentivos diferenciados, no solo exigencias
Mecanismos de verificación descentralizados y participativos
Cláusulas orientadas a resultados, no solo a medios
Transparencia en las cadenas de valor y justicia fiscal
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1. Cadenas de valor globales, del Sur al Norte: contexto 
y conceptos básicos
Peras recogidas en Argentina que se envían a Tailandia para su procesamiento y 
enlatado y, finalmente, se consumen en Europa. Cangrejos del mar del Norte que 
se pelan en Marruecos y se venden en Alemania. Estos y muchos otros son ejem-
plos de lo que se ha llamado «cadenas de valor globales en el sector alimentario»: 
esencialmente, productos que cruzan al menos dos fronteras desde el campo (o 
el mar, o el huerto, o el río, …) hasta el plato.1 Se trata, pues, de cadenas de sumi-
nistro transnacionales.2

Aunque las cadenas de valor globales pueden implicar exclusivamente a paí-
ses del norte global (por ejemplo, leche extraída de vacas en Alemania que se 
lleva a Italia para ser procesada como queso parmesano que luego es vendido en 
Alemania), el comercio de alimentos y productos agrícolas se ha expandido rápi-
damente desde los años 2000 con una mayor participación de países de ingresos 
bajos y medios.3 Por ejemplo, países como Brasil y Tailandia se han convertido en 
importantes proveedores de carne y mariscos, respectivamente, para los mer-
cados internacionales, incluyendo Europa.4 Entre estos mercados se encuentra el 
de la contratación pública para la restauración colectiva. En España, la inversión 
pública en compras alimentarias (para la gestión de comedores escolares, hospi-
tales, residencias, centros de día y prisiones) oscila entre los 2.000 y 3.000 mi-
llones de euros anuales (tanto gestión directa como indirecta a través de licita-
ciones públicas).5 No hemos podido obtener datos desglosados por comunidades 
autónomas ni por sector específico de restauración colectiva, pero lo que sí he-
mos podido saber es que, analizados contratos públicos de servicios de comedor 
escolar de entre los años 2018 y 2022 por un valor total de licitación de 800 millo-
nes de euros (sin IVA), resulta que más del 50 % de esta cantidad fue adjudicada 
a cuatro grandes empresas: Mediterránea de Catering, Grupo Serunion, Grupo 
Aramark y Grupo Eurest.6 La referencia a estas empresas en esta guía no presu-
pone, en modo alguno, cuál es el tipo de relación que mantienen con proveedores 
del sur global, ni cuáles son sus políticas de abastecimiento y logísticas. Pero la 
cifra sí es indicativa de dos factores: 

1.	 Su alta capacidad para definir la dirección de sus políticas y planes de nego-
cio y ejecutarlos.

2.	 El alto grado de responsabilidad que ostentan en el respeto de los derechos 
humanos y socioambientales vinculados a la compra pública alimentaria.

1 Dalheimer (2023).

2 «La cadena de suministro (en este caso, agrícola) se refiere al sistema que comprende todas las acti-
vidades, organizaciones, actores, tecnología, información, recursos y servicios involucrados en la 
generación de productos agroalimentarios para los mercados de consumo. Abarca actividades ‘aguas 
arriba» y «aguas abajo» del sector agrícola, desde el suministro de insumos agrícolas (tales como 
semillas, fertilizantes, piensos, medicinas o equipos), hasta la producción, manipulación postcosecha, 
procesamiento, transporte, mercadotecnia, distribución y venta al por menor. También incluyen ser-
vicios de apoyo como los de extensión, investigación y desarrollo, e información del mercado. De ese 
modo, consisten en una gran variedad de empresas que van desde los pequeños agricultores, orga-
nizaciones agrícolas, cooperativas y empresas startups hasta empresas multinacionales pasando por 
empresas matrices o filiales, pequeñas empresas y fondos propiedad del Estado, actores financieros 
privados y fundaciones privadas». OCDE y FAO (2017, p. 19).

3 Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura [FAO] (2022).

4 Wilkinson (2009).

5 Greenpeace (2024).

6 Greenpeace (2024).
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En este contexto genérico se enmarca este manual jurídico, cuyo título nos obliga 
a aclarar, de entrada, tres conceptos: compra pública alimentaria, derechos hu-
manos y sur global.

La contratación pública alimentaria puede definirse como el conjunto de procedi-
mientos mediante los cuales las entidades del sector público adquieren bienes y 
servicios relacionados con la alimentación —como el suministro de alimentos, la 
preparación de comidas o la gestión de comedores—para satisfacer necesidades 
colectivas, especialmente en ámbitos como la educación, la salud o la asisten-
cia social. Este tipo de contratación se rige por la Ley de Contratación del Sector 
Público7 y es fundamental para garantizar el acceso a una alimentación adecuada 
en servicios públicos esenciales. Pero la contratación pública alimentaria no solo 
es esencial para ese fin, sino que, además, es un instrumento estratégico para:

1.	 Promover sistemas alimentarios justos y respetuosos con el medio ambiente.

2.	 Fomentar la economía local y la producción agroecológica.

3.	 Asegurar condiciones laborales dignas a lo largo de toda la cadena de sumi-
nistro, incluyendo eventuales proveedores en países del sur global. 

Es, por tanto, una política pública transversal con capacidad de incidir en múlti-
ples dimensiones: salud pública, equidad social, sostenibilidad ecológica, justicia 
global y promoción de los derechos humanos.

Los derechos humanos (incluyendo en ellos los derechos socioambientales) son 
un conjunto de normas jurídicas internacionales de máximo rango que recono-
cen prerrogativas inherentes a toda persona por el hecho de serlo, sin distinción 
alguna, y que vinculan jurídicamente a los Estados. 8 Aplicado al objeto de esta 
guía, el Estado contratante es el responsable directo de garantizar que su contra-
tación no conlleve violaciones de derechos humanos, incluso si las comete una 
empresa proveedora. Pese a que las empresas adjudicatarias no están sujetas di-
rectamente al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, sí deben asumir 
una responsabilidad de respeto9 y, cada vez más, en obligaciones legales vincu-
lantes, especialmente si actúan en cadenas globales de suministro.10

Finalmente, veamos qué se entiende por sur global: un conjunto de países que 
comparten experiencias históricas de colonización, de marginalización en el sis-
tema internacional por medio de la exclusión en la toma de decisiones globales, 
de desigualdad económica y de injusticias sistémicas causadas por el colonia-
lismo, el capitalismo y el patriarcado.11

7 Esta modalidad de contratación pública está, por tanto, sujeta a los principios de libertad de acceso a 
las licitaciones, publicidad, transparencia, igualdad de trato y no discriminación, además de a las cláu-
sulas sociales y medioambientales que se consideren pertinentes y vinculadas al objeto del contrato 
(art. 1 y art. 145 LCSP).

8 Están consagrados en instrumentos universales y regionales como la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos (1948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP, 1966), el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC, 1966) y los Convenios funda-
mentales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

9 El artículo 1 de los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de Naciones Uni-
das (2011) establece que los Estados deben «proteger frente a abusos de los derechos humanos por 
parte de terceros, incluidas las empresas, dentro de su territorio y/o jurisdicción». La Observación 
General n.º 24 del Comité DESC (2017) afirma que esta obligación también se extiende a las activida-
des empresariales financiadas o contratadas por el Estado, lo que incluye la contratación pública.

10 La Directiva sobre la diligencia debida en materia de sostenibilidad empresarial (CSDDD) de la UE 
impone obligaciones legales vinculantes a ciertas empresas para prevenir impactos negativos sobre 
los derechos humanos y el medioambiente en sus cadenas de valor.

11	 AcademiaLab. (s. f.).
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Este término es una construcción político-académica que no se define (ni exclu-
siva ni principalmente) por designaciones geográficas concretas,12 sino que exis-
ten varios enfoques (económico, histórico, geográfico, epistemológico) y distin-
tos criterios para asignar países a la categoría «sur global».13 

Estamos asumiendo una premisa con implicaciones en materia de derechos huma-
nos y socioambientales: «En países del sur global hay economías más frágiles, 
sistemas políticos más debilitados y mayor vulneración de derechos humanos y 
medioambientales». Aunque esta premisa general es ampliamente usada, con-
viene que la justifiquemos y la maticemos, para no caer en simplificaciones ni en 
visiones paternalistas del sur global.

Esta idea asumida se justifica principalmente por evidencias empíricas, tales 
como, por ejemplo, (a) que las estimaciones de la Organización Internacional del 
Trabajo indican que casi el 90 % del trabajo infantil se concentra en África, Asia 
y América Latina; 14 (b) que el 95 % de la pérdida neta de bosques entre 2000 y 
2020 se produjo en países tropicales del sur global y que África y América del Sur 
reflejan, con una diferencia escandalosa respecto al resto del mundo, elevadísi-
mas tasas anuales de pérdidas15 o (c) que informes de la OIT, sindicatos globales 
y ONG muestran que sectores como el agroalimentario presentan graves déficits 
de trabajo decente en países del llamado «sur global» exportadores de cacao, 
café, frutas tropicales o carne.16

Pero esta realidad empírica también debe explicarse. ¿Por qué las cosas son así? 
Nombraremos dos factores: 

1.	 Desigualdades estructurales históricas.

2.	 Asimetrías en la gobernanza local.

Por el primer factor, debemos entender que muchos de estos países han estado 
insertos en posiciones subordinadas dentro de la economía global desde la colo-
nización, lo que ha contribuido a modelos de desarrollo extractivistas y a estruc-
turas institucionales más frágiles. Por el segundo factor, debemos aceptar que 
las reglas del comercio internacional, los tratados de inversión o las cadenas de 
suministro están diseñadas muchas veces en función de intereses de empresas 
transnacionales y no favorecen una distribución justa del valor, lo que debilita la 
capacidad de los Estados del Sur para garantizar plenamente los derechos huma-
nos y ambientales, que las propias empresas transnacionales vulneran (o pueden 
llegar a vulnerar) con sus prácticas extractivistas.

12 Basándose en el análisis del sistema de clasificación de países de la Conferencia de las Naciones Uni-
das sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD), diversos autores identifican el sur global con el bloque de 
economías en desarrollo: en términos generales, África, América Latina y el Caribe, Asia (excluyendo 
Israel, Japón y Corea del Sur) y Oceanía (excluyendo Australia y Nueva Zelanda). 

13 Algunas opciones posibles de criterios de inclusión serían: (1) clasificación de la UNCTAD: utilizar la 
lista de «economías en desarrollo» publicada por este organismo; (2) categorías del Banco Mundial: 
según el ingreso nacional bruto per cápita (bajo, medio-bajo, medio-alto, alto); (3) Índice de Desa-
rrollo Humano del PNUD: tomando como base los países con IDH medio o bajo. También se pueden 
usar otros indicadores complementarios, como (1) Índice de Prevalencia de Trabajo Infantil (OIT) y (2) 
índices de riesgo en derechos humanos (Human Rights and Business Dilemmas Forum, ITUC Global 
Rights Index).

14 Organización Internacional del Trabajo [OIT] (2021).

15 FAO (2020). Evaluación de los recursos forestales mundiales. Se pueden consultar gráficos ilustrati-
vos en: https://www.fao.org/interactive/forest-resources-assessment/2020/es/.

16 OIT (2019).

https://www.fao.org/interactive/forest-resources-assessment/2020/es/
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A pesar de ello, debemos ser precavidos y aceptar que:

•	 No todos los países del sur global enfrentan las mismas condiciones: existe 
una diversidad de contextos políticos, económicos y sociales.

•	 También se producen violaciones de derechos humanos y socioambientales 
en países del Norte, incluyendo España (por ejemplo, en el trabajo agrícola 
temporero o en la precariedad laboral).

Con todo, es importante evitar una narrativa que reproduzca estereotipos de pa-
sividad, corrupción o falta de agencia de los países del Sur. Muchas comunidades 
y organizaciones locales luchan activamente por sus derechos, y deben ser vistas 
como sujetos activos de derechos.

2. La obligación de incorporar cláusulas ambientales 
y de protección de derechos humanos en los pliegos 
de contratación pública alimentaria. Fundamentación 
jurídica
Los poderes públicos tienen la obligación de proteger los derechos humanos, in-
cluso cuando las actividades económicas se desarrollan fuera del país: así lo re-
conocen las Naciones Unidas.17

A nivel nacional, la Ley de Contratos del Sector Público en España autoriza a incluir 
cláusulas sociales y ambientales en los contratos.18 La LCSP, en su Exposición de 
Motivos, establece: «La legislación de contratos públicos, de marcado carácter 
nacional, encuentra, no obstante, el fundamento de muchas de sus instituciones 
más allá de nuestras fronteras, en concreto, dentro de la actividad normativa de 
instituciones de carácter internacional, como es el caso de la OCDE (Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico), de UNCITRAL (Comisión de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho Mercantil Internacional) —en el ámbito de la 
ONU—, o, especialmente, de la Unión Europea. La exigencia de la adaptación de 
nuestro derecho nacional a esta normativa ha dado lugar, en los últimos treinta 
años, a la mayor parte de las reformas que se han ido haciendo en los textos le-
gales españoles».

→ Marco normativo internacional

•	 Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU 
(2011). Principios 1 a 31. El Estado debe proteger contra violaciones de los 
DD.  HH. por empresas que están bajo su jurisdicción. No es de aplicación 
directa, pero actúa como base jurídica para justificar cláusulas relativas a los 
derechos humanos. Documentos interpretativos relevantes: guías de imple-
mentación de la ONU e informes del grupo de trabajo sobre empresas y dere-
chos humanos

•	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).19 
Artículos 11 (derecho a la alimentación), 12 (derecho a la salud). 

17 ONU (2011).

18 Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público, especialmente artículos 1.3 y 145.2.

19	 ONU (1966).
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•	 Convenios fundamentales de la OIT (C087, C098, C029, C105, C138, 
C182, C100, C111). Vinculantes, pero requieren de instrumentos internos. 
Documentos interpretativos relevantes: Informes de la OIT y recomendacio-
nes generales.

•	 Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Campesinos (UNDROP, 
2018).20 Artículos 1-28. No es de aplicación directa. Documentos interpreta-
tivos relevantes: Comentarios y análisis de expertos e informes de organiza-
ciones de la sociedad civil.

•	 Acuerdo de París sobre el Cambio Climático (2015).21 Artículos 2 (objetivo), 4 
(mitigación), 7 (adaptación). Aplicación directa. Documentos interpretativos 
relevantes: Informes del IPCC, contribuciones determinadas a nivel nacional 
(NDC).

•	 Convenio de Aarhus (1998).22 Artículos 4 (acceso a la información), 6 (parti-
cipación pública), 9 (acceso a la justicia). Aplicación directa. Guías de imple-
mentación del Convenio, informes del Comité de Cumplimiento.

Adicionalmente, señalamos algunas guías especialmente relevantes sobre el tema:

	– OCDE/FAO (2024), Manual OCDE-FAO para empresas sobre deforestación y 
debida diligencia en las cadenas de suministro agrícolas.23

	– OCDE/FAO (2017), Guía OCDE-FAO para las cadenas de suministro respon-
sable en el sector agrícola.24

	– OCDE (2018), Guía de la OCDE de debida diligencia para una conducta 
empresarial responsable.25

→ Marco normativo europeo

•	 Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública.26 Artículos 18 (principios 
de contratación), 67 (criterios de adjudicación), 70 (condiciones de ejecu-
ción). Vinculante, pero requiere transposición. España ya la ha traspuesto 
por medio de la LCSP. Documentos interpretativos relevantes: Guías de la 
Comisión Europea sobre contratación pública sostenible.

•	 Reglamento (UE) 2023/1115 sobre productos libres de deforestación.27 
Artículos  3 (obligaciones), 4 (prohibiciones), 5 (declaración de diligencia 
debida). Documentos de orientación de la Comisión Europea.

•	 Reglamento (UE) 2019/2088 sobre divulgación de información relativa a la 
sostenibilidad (SFDR).28 Artículos 3 (transparencia), 4 (impactos adversos), 
6 (riesgos de sostenibilidad). Aplicación directa. Documentos interpretativos 
relevantes: Guías técnicas de la Autoridad Europea de Valores y Mercados 
(ESMA).

20 ONU (2018).

21 ONU (2015). 

22 Convenio de Aarhus (1998).

23	 OECD/FAO (2024).

24 OECD/FAO (2017).

25 OECD (2018).

26 Unión Europea (2014).

27	 Unión Europea (2023). 

28 Unión Europea (2019). 
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•	 Directiva (UE) 2024/1760 sobre diligencia debida en sostenibilidad empresarial 
(CSDDD).29 Artículos 4 (obligaciones de diligencia debida), 7 (identificación 
de impactos), 8 (prevención y mitigación). Vinculante, pero requiere transpo-
sición. España todavía no la ha transpuesto, pero está dentro del plazo, que 
termina el 26 de julio de 2026. Por ello, es aplicable el efecto de no obsta-
culización [Tribunal de Justicia de la UE (TJUE), asunto Inter-Environnement 
Wallonie (C-129/96): un Estado miembro no puede adoptar normas con-
trarias a una directiva aún no transpuesta durante el plazo de transposi-
ción]. Documentos interpretativos relevantes: Documentos de trabajo del 
Parlamento Europeo, informes de comités especializados.

•	 Estrategia «De la granja a la mesa» (Farm to Fork).30 Comunicación de la 
Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social 
Europeo y al Comité de las Regiones, COM (2020) 381 final, de 20 de mayo 
de 2020. No es jurídicamente vinculante; establece un marco y compromiso 
político que guía a los Estados miembros, incluido España, hacia la imple-
mentación de políticas alimentarias más sostenibles y respetuosas con los 
derechos humanos y el medio ambiente.31

•	 Pacto Verde Europeo.32 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, 
al Consejo Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al 
Comité de las Regiones, COM (2019) 640 final, de 11 de diciembre de 2019. 
No es jurídicamente vinculante, pero establece un marco y compromiso polí-
tico. España ha comenzado a integrar los principios del Pacto Verde (y De 
la Granja a la Mesa) en sus políticas (Estrategia Nacional de Alimentación). 
Documentos interpretativos relevantes: Plan de Acción del Pacto Verde 
Europeo (detalla las acciones específicas y cronograma para implementar 
los objetivos del Pacto Verde) y Estrategia de la UE sobre Biodiversidad para 
2030 (complementa al Pacto Verde Europeo en su objetivo de preservar y 
restaurar los ecosistemas y la biodiversidad).

→ Marco normativo nacional

•	 Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público (LCSP).33 Artículos 1.3 (objetivos), 
145 (criterios de adjudicación), 202 (condiciones especiales de ejecución). 
Documentos interpretativos relevantes: Informes de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa, guías de buenas prácticas.

•	 Ley 17/2011, de seguridad alimentaria y nutrición.34 Artículos 40 (alimentación 
en centros públicos), 43 (promoción de la salud). Documentos interpretativos 
relevantes: Informes del Consejo de Seguridad Alimentaria y Nutrición.

•	 Real Decreto 315/2025, de 15 de abril, por el que se establecen normas de 
desarrollo de la Ley 17/2011, de 5 de julio, de seguridad alimentaria y nutri-
ción, para el fomento de una alimentación saludable y sostenible en centros 
educativos.35 

29 Unión Europea (2024). 

30	 Comisión Europea (2020).

31 «La estrategia también es un componente fundamental de la agenda de la Comisión para alcanzar los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas. Todos los ciudadanos y operadores 
de las cadenas de valor, tanto dentro como fuera de la UE, deberían beneficiarse de una transición 
justa, especialmente tras la pandemia de COVID-19 y el debilitamiento de la economía».

32 Comisión Europea (2019).

33	 España (2017).

34 España (2011).

35	 España (2025).
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•	 Estrategia Nacional de Compra Pública Verde (2023-2027).36 Documento 
estratégico aprobado por el Consejo de Ministros, que establece criterios 
ecológicos en la contratación pública, fomentando prácticas sostenibles en 
la adquisición de bienes, obras y servicios por parte de las Administraciones 
públicas. 

Algunos motivos para incluir cláusulas de protección de los derechos humanos, 
ambientales y socioambientales en los pliegos de licitación:

1.	 La actuación administrativa debe respetar los derechos fundamentales. Así se 
desprende de los arts. 9.2 y 10.1 de la Constitución Española y del art. 51 de 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. ¿Pero también 
aplica cuando los sujetos de derechos fundamentales son operadores exter-
nos a la Unión Europea? La respuesta es «sí»: Por principio de coherencia 
constitucional. Eso significa que si la Administración contrata bienes o servi-
cios cuya producción en el extranjero vulnera derechos fundamentales (como 
el trabajo infantil o la esclavitud moderna), estaría actuando en contradicción 
con los principios constitucionales que le obligan a garantizar condiciones de 
libertad e igualdad reales y efectivas. Un estado no puede actuar en contra 
de los valores que lo sustentan. En el caso Región de Valonia (C-225/15), el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea aceptó que una entidad pública ex-
cluyera a operadores con actividades en territorios ocupados, por razones 
éticas.

2.	 El Estado español debe cumplir con los compromisos internacionales que 
ha adquirido, entre ellos, los Convenios de la OIT, el PIDESC, los Principios 
Rectores de la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos y la Declaración de 
la ONU sobre Derechos del Campesino. Por ello, el Estado español debe ase-
gurar que las actividades empresariales bajo su jurisdicción, incluyendo las 
derivadas de la contratación pública, respeten los derechos humanos con-
forme a sus obligaciones internacionales.

3.	 La Ley de Contratos del Sector Público, que traspone la Directiva 2014/24/UE 
sobre contratación pública, establece que la contratación pública debe incor-
porar de forma transversal y preceptiva criterios sociales y medioambienta-
les. La jurisprudencia y la doctrina administrativa (como las resoluciones del 
Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales) han reconocido 
la legitimidad de incluir criterios sociales, ambientales y éticos en este tipo 
de contratos, siempre que estén vinculados al objeto del contrato y respeten 
los principios de proporcionalidad y competencia. 37 Aquí, una cuestión: en 
nuestra opinión, el criterio de validez de las cláusulas denominado «vincula-
ción al objeto del contrato» puede limitar de forma importante el uso estra-
tégico de la contratación pública para proteger los derechos humanos en las 
cadenas globales de suministro. Por ello, no debemos simplemente asumir 
expresiones genéricas ni de la LCSP ni del TACRC, sino que debemos esfor-
zarnos en comprender qué significa exactamente esta «vinculación al objeto 
del contrato», cuándo se da y qué cláusulas se han considerado, o se con-
siderarían eventualmente, inválidas por carecer de esa vinculación. Esto es 
extremadamente importante para evitar que el clausulado empleado en una 
licitación sea impugnado.

36 España (2023).

37	 Blanco López, F. (2024).



Bloque I: Saber para poder hacer

Manual jurídico para la compra pública alimentaria responsable:  
integración de los derechos humanos y la debida diligencia en la contratación pública 16

4.	 Existe una debida diligencia empresarial, establecida cuando menos en dos nor-
mas jurídicas vinculantes para el Estado español: Reglamento (UE) 2023/1115 
sobre productos libres de deforestación y la Directiva (UE) 2024/1760 sobre 
diligencia debida en sostenibilidad empresarial (CSDDD). Ambas obligan de 
distinto modo a la Administración pública a incluir cláusulas de protección de 
derechos humanos y medioambientales en sus procesos de licitación.

5.	 La política pública debe ser coherente con los objetivos de desarrollo sos-
tenible (ODS) que ha asumido directamente en su legislación nacional o 
por efecto de su pertenencia a organismos internacionales. Evitar impactos 
negativos en los países del sur global a través de las compras públicas es 
una acción coherente con los principios de la Ley 23/1998 de Cooperación 
Internacional al Desarrollo y los objetivos 8, 12, 13, 16 y 17 de la Agenda 2030 
de la ONU.

6.	 Incluir este tipo de cláusulas es una manifestación del principio de buena ad-
ministración y garantiza (o al menos intenta garantizar) que el gasto público 
contribuya al interés general y a políticas públicas responsables (art. 3 Ley 
39/2015, de Procedimiento Administrativo Común y principios de eficien-
cia, legalidad y responsabilidad establecidos en la Ley 40/2015, de Régimen 
Jurídico del Sector Público).

En definitiva, en el contexto de la contratación pública alimentaria, la obligación 
de incorporar criterios sociales y medioambientales en la contratación pública 
implica que las Administraciones públicas deben garantizar que las compras pú-
blicas de alimentos (pero no solamente de los alimentos) no contribuyan directa 
o indirectamente a violaciones de derechos humanos en ninguna fase de la ca-
dena de suministro. Esto abarca el respeto a los derechos laborales reconocidos 
por la OIT (como los convenios n.º 29, 87, 98, 100, 105, 111, 138 y 182), el dere-
cho a una alimentación adecuada (art. 11 PIDESC), los derechos de las mujeres 
(CEDAW), de la infancia (CDN) y los derechos de los pueblos indígenas y campe-
sinos (Declaración de la ONU sobre los Derechos de los Campesinos, 2018).

3. Enfoques y consideraciones éticas
La contratación pública alimentaria no es solo un acto administrativo ni una tran-
sacción económica: es una acción política con implicaciones éticas profundas. En 
contextos de cadenas globales de suministro, donde confluyen relaciones eco-
nómicas asimétricas y vulneraciones sistemáticas de derechos humanos, la res-
ponsabilidad de las Administraciones públicas como compradoras es ineludible. 

Existe una ética cotidiana, pragmática, que también interpela a los responsables 
de la contratación pública: ¿Se justificaría frente a una comunidad educativa que 
los menús escolares provengan de cacao recogido por niños y niñas de 8 años? 
¿Es aceptable pagar menos por aceite de palma si su cultivo implica despojos 
de tierras, deforestación y trabajo forzoso? ¿Puede una administración que pro-
mueve los derechos humanos tolerar en sus compras prácticas que violan fron-
talmente esos mismos derechos?

→ La ética de lo público y el mandato democrático

Las Administraciones públicas no son simples compradores, sino actores con un 
mandato democrático y constitucional. En un Estado social y democrático de de-
recho como el español, el mandato de proteger los derechos fundamentales tiene 
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un alcance extraterritorial cuando los efectos de las decisiones públicas inciden 
directamente en la vida de personas fuera de nuestras fronteras. La compra pú-
blica alimentaria no puede abstraerse de este deber moral y jurídico.

En definitiva, el verdadero poder de la contratación pública no radica solo en su 
capacidad de adquisición, sino en su capacidad de transformación. Al estable-
cer condiciones justas en los contratos, al exigir derechos laborales en origen y 
al promover cadenas de suministro transparentes, las Administraciones públicas 
pueden liderar una transición hacia un comercio global más justo, más humano y 
sostenible.

→ Imperialismo normativo, proteccionismo económico y coherencia 
política

Ahora bien, si queremos evitar caer en la ingenuidad, estas «soluciones desde 
el norte» deben estar acompañadas de un verdadero pensamiento crítico. Y 
nada mejor para el pensamiento que plantear unas premisas y unas cuestiones. 
Veamos las premisas:

•	 La mayoría de los países con riesgo de vulneración de derechos humanos son 
del sur global.

•	 Estos países son, en su mayoría, países que fueron colonizados por países del 
norte global.

•	 Ahora los países del norte global persiguen una serie de condiciones para la 
contratación pública que exigen el respeto de los derechos humanos en el sur 
global.

Y las necesarias preguntas:

1.	 ¿El establecimiento de estas cláusulas es, de alguna manera, una forma más 
de imperialismo normativo por parte del norte global?

2.	 ¿Puede ser esta una manera del norte global de protegerse económicamente, 
ocultándose nuevamente tras la máscara de protector?

3.	 ¿Qué está haciendo el norte global para favorecer realmente las condiciones 
socio-político-económicas del sur global?

Estas preguntas abren un espacio imprescindible para una reflexión crítica: 

	) ¿Es esto una forma más de imperialismo normativo por parte del norte global?

Sí, puede serlo, dependiendo de cómo se diseñan e imponen las condicio-
nes: el riesgo de imperialismo normativo es real cuando los estándares de 
derechos humanos se traducen en una forma unilateral de condicionalidad 
comercial, impuesta sin diálogo ni consideración por las realidades estruc-
turales, históricas y socioeconómicas del sur global. 

Nuevamente, se traduce en: «Yo impongo las condiciones, desde mi mirada, 
y tú las sufres». Por ejemplo, si una cláusula de contrato público exige «prue-
bas fehacientes de respeto a la libertad sindical», pero opera en contextos 
donde esa libertad no está reconocida legalmente o está bajo amenaza real 
por parte del Estado o actores armados, entonces el estándar se convierte en 
trampa: inalcanzable, descontextualizado y excluyente.
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Cuando se acompaña la exigencia con mecanismos de cooperación, transfe-
rencia tecnológica, inversión en trazabilidad o apoyo institucional, el discurso 
normativo es hueco, incluso hipócrita.38

La imposición de estándares éticos sin diálogo Sur–Sur y sin estructuras de 
apoyo Norte–Sur puede terminar funcionando como una forma de exclusión 
sofisticada: bajo el lenguaje de la protección, se consolidan mercados cerra-
dos a los pequeños productores o empresas del sur global. 

Esto nos lleva a la segunda pregunta:

	) ¿Puede ser una forma del norte global de protegerse económicamente, ocul-
tándose tras la máscara de protector nuevamente?

Sí, puede serlo. Y tan evidente es esa posibilidad, que la OIT subraya, en 
la Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el 
Trabajo (1998), «que las normas del trabajo no deberían utilizarse con fines 
comerciales proteccionistas y que nada en la presente Declaración y su se-
guimiento podrá invocarse ni utilizarse de otro modo con dichos fines».

Y ya está ocurriendo y siendo denunciada en múltiples sectores.39 La instru-
mentalización de los estándares sociales y ambientales como barreras en-
cubiertas al comercio del sur global se manifiesta especialmente a través de 
mecanismos como cláusulas de diligencia debida mal calibradas + sistemas 
de certificación costosos + barreras técnicas al comercio bajo forma ética, 
que operan como aranceles invisibles.

Por ejemplo, un grupo de caficultores en Honduras que no puede exportar a 
Europa porque no puede pagar la certificación Rainforest Alliance, aunque 
sus prácticas sean sostenibles.

Esto no significa que no deban exigirse derechos humanos: significa que de-
ben exigirse desde una lógica de corresponsabilidad y justicia global.

	) Y llegados al punto de la corresponsabilidad y la justificación global, ¿qué 
está haciendo el norte global para favorecer realmente las condiciones 
sociopolítico-económicas del sur global?

Lamentablemente, mucho menos de lo que dice estar haciendo. Aunque exis-
ten iniciativas como la cooperación al desarrollo, los acuerdos comerciales 
con cláusulas de desarrollo sostenible, el compromiso con los ODS y algu-
nas inversiones en infraestructura o educación… 

38 La cuestión es compleja: ¿podría la Administración pública contratar un servicio que incluya un pro-
ducto cultivado en un país donde no se reconoce la libertad sindical? ¿Debería verificarse, con inde-
pendencia de la legislación de ese Estado, si el proveedor tiene articulado algún sistema que garantice 
el respeto de los derechos laborales? Si la empresa que concurre a la licitación en España ha coope-
rado en el establecimiento de mecanismos de defensa de derechos laborales en su proveedor del Sur, 
¿tiene algún valor a efectos de considerar respetados tales derechos?

39 En el ámbito agroalimentario, por ejemplo, la estrategia europea «De la Granja a la Mesa»—aun-
que dedica casi tres páginas al apartado «Promover la transición global»— exige altos estándares 
medioambientales que muchos pequeños productores del sur global no pueden cumplir sin apoyo 
técnico o financiero, lo cual puede limitar su acceso al mercado europeo (Comisión Europea, 2020). 
Esta preocupación ha sido señalada por organismos como la FAO y la UNCTAD (2021, p. 4) Commodi-
ties and Development Report 2021, p. 4. Un ejemplo concreto es el Reglamento (UE) 2023/1115 sobre 
productos libres de deforestación, adoptado por el Parlamento y el Consejo de la UE, que exige traza-
bilidad completa en cadenas de suministro de productos como cacao, café, carne bovina o soja. Paí-
ses como Indonesia, Malasia y Brasil han manifestado su oposición en foros multilaterales y bilatera-
les, al considerar que el reglamento impone condiciones unilaterales sin tener en cuenta los esfuerzos 
ya realizados a nivel nacional (Reuters, 2023).
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Estas acciones suelen estar fragmentadas, marcadas por intereses económi-
cos o geoestratégicos y, sobre todo, no transforman las causas estructurales 
del llamado subdesarrollo, ya que, por ejemplo:

	– Se toleran estructuras fiscales internacionales que permiten la evasión 
fiscal de empresas transnacionales en el Sur. 40

	– Se continúa aplicando reglas de comercio internacional (OMC, OMC agrí-
cola, propiedad intelectual) que obstaculizan la soberanía alimentaria o el 
acceso a tecnologías. 41

	– Se fomenta la dependencia tecnológica y financiera en lugar de impulsar 
transferencias de conocimiento. 42

A veces, incluso se observa una paradoja: el mismo Norte que exige estándares 
de derechos humanos en sus compras públicas es el que «permite» que sus mul-
tinacionales violen esos derechos en terceros países sin consecuencias reales, ya 
que se les permite seguir operando. 43

4. Particularidades del sur global
Planteamos algunas particularidades de estos países para saber incluir cláusulas 
con una óptima cooperativa:

•	 La menor capacidad institucional de los gobiernos del sur global.

•	 La distinta manera de pensar y de hacer en el norte y en el sur.

•	 La existencia de asociaciones locales en el Sur que luchan por el respeto de 
los derechos humanos en sus respectivas zonas.

40 La evasión y la elusión fiscal por parte de grandes corporaciones constituyen una problemática que 
afecta significativamente a los países del sur global. Según diversas estimaciones, los países en desa-
rrollo pierden al menos 100.000 millones de libras esterlinas al año debido a estas prácticas. (Durrer 
de la Sota, 2025; Gaidoni, 2016). Estas pérdidas fiscales limitan la capacidad de los gobiernos para 
invertir en servicios públicos esenciales como educación, salud e infraestructura, lo que contribuye a 
perpetuar los ciclos de pobreza y desigualdad.

41 El Acuerdo sobre Agricultura de la OMC ha sido criticado por obligar a numerosos países en vías de 
desarrollo a reducir o eliminar inversiones en su agricultura local, mientras que permite a los paí-
ses más ricos continuar subvencionando sus sectores agrícolas (Acción por la Biodiversidad, 2017). 
Además, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con 
el Comercio (ADPIC) impone estándares de propiedad intelectual que pueden dificultar el acceso a 
tecnologías esenciales en países en desarrollo. Por ejemplo, las protecciones de propiedad intelectual 
sobre biotecnología y variedades fitogenéticas pueden limitar el acceso de los agricultores a semillas, 
lo que otorga a empresas privadas el control monopolista de recursos genéticos vitales (Wikipedia, 
2024; FAO, 2004).

42 Los acuerdos internacionales de propiedad intelectual, como el ADPIC, han sido criticados por impo-
ner estándares que benefician a las grandes corporaciones del norte global, limitando la capacidad de 
los países en desarrollo para acceder y adaptar tecnologías a sus necesidades locales. Esto ha resul-
tado en una dependencia tecnológica y financiera, donde las empresas del sur global deben pagar 
por el uso de tecnologías desarrolladas en el Norte, sin recibir apoyo significativo para desarrollar sus 
propias capacidades tecnológicas (Robayo, 2017).

43 Por ejemplo, la multinacional francesa Bolloré, vinculada al suministro de aceite de palma y cacao en 
África Occidental, ha sido acusada de trabajo forzoso y apropiación de tierras en Camerún y Costa 
de Marfil, sin repercusiones legales en Francia (Sherpa, 2024). En Camerún se ha documentado que 
sus filiales falsificaron documentos y realizaron talas ilegales. Otro caso paradigmático es el de la 
empresa Trafigura, que en 2006 vertió residuos tóxicos en Costa de Marfil. En 2010 fue multada en 
los Países Bajos con un millón de euros por exportación ilegal de residuos (RTVE, 2010), pero evitó 
otras consecuencias penales gracias a un acuerdo con el gobierno marfileño que incluyó el pago de 
200 millones de dólares a cambio de inmunidad legal (Amnistía Internacional, 2016).
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→ Menor capacidad institucional de los gobiernos del sur global

Muchos países del Sur enfrentan limitaciones en términos de capacidades admi-
nistrativas, técnicas, jurídicas y presupuestarias. Esto no significa incapacidad, 
sino marcos institucionales debilitados o capturados por intereses privados, mu-
chas veces heredados de modelos coloniales y neoliberales, pero también provo-
cados por organizaciones criminales. Se detectan unas causas comunes a esta 
«debilidad institucional»: (a) reducción del gasto público impuesto por organis-
mos financieros internacionales (BM, FMI), (b) fuga de talentos o migración de 
profesionales, (c) sistemas de justicia débiles o sobrecargados y (d) falta de ac-
ceso a tecnologías e infraestructura moderna.

Ante esto, ¿es realista exigir a las empresas ubicadas en estos estados, o a esos 
estados, el mismo nivel de trazabilidad o fiscalización que a un país, por ejemplo, 
escandinavo? Exigir sin acompañamiento puede derivar en la exclusión de pro-
veedores locales o dependencia de grandes empresas multinacionales con mayor 
capacidad de cumplir «sobre el papel». 44

→ Diferentes contextos en el Norte y el Sur

Los marcos normativos internacionales están construidos —en su mayoría— 
desde una racionalidad liberal eurocentrada: basada en la responsabilidad indi-
vidual, la formalización jurídica, la confianza en el Estado de derecho y en el libre 
mercado. Pero en muchas regiones del sur global, las relaciones laborales y co-
merciales están atravesadas por (a) estructuras comunitarias (familiares, étni-
cas, religiosas), (b) informalidad como forma de subsistencia, (c) desconfianza 
estructural en el Estado o las leyes y (d) economías campesinas, indígenas o po-
pulares con otras lógicas de reciprocidad, propiedad y justicia.

Estas diferencias culturales-económicas pueden hacernos errar en nuestra visión: 
La realidad también es que una empresa comunitaria de mujeres en Guatemala 
puede ser más respetuosa con los derechos humanos que una multinacional, 
aunque no tenga certificaciones ISO ni auditorías internacionales.

→ Existencia de asociaciones locales de defensa de los derechos humanos

A pesar de las limitaciones estatales y los riesgos, existen en el sur global redes 
de defensa de derechos humanos, sindicatos, ONG, cooperativas campesinas, 
movimientos sociales e iglesias que realizan una labor crucial. Este es un poten-
cial ignorado por la contratación pública internacional, ya que estos agentes ni 
son escuchados como fuentes válidas de verificación, ni reciben financiación o 
apoyo institucional y, además, en muchas ocasiones son criminalizados local-
mente o perseguidos.

5. Bases para alcanzar un camino ético y político en la 
redacción de cláusulas
Considerar las diferencias estructurales, culturales y políticas entre el Norte y el 
sur global es necesario para tender a un sistema de contratación pública que sea 
realmente transformador y no meramente punitivo. A continuación, abordamos 
las cuestiones planteadas; luego, algunas posibles soluciones o enfoques alter-
nativos y, finalmente, algunas cláusulas que implementen esas posibilidades.

44 Open Contracting Partnership (2023). 
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Coproducción de estándares y condiciones

1.	 En lugar de imponer cláusulas estándar desde el Norte, coproducir estánda-
res de debida diligencia con actores locales: sindicatos, cooperativas, asocia-
ciones de defensa de derechos, etc. 

1.	 Incluir a estas organizaciones en el proceso de evaluación de las ofertas 
(como observadoras o consultoras).

Incentivos diferenciados, no solo exigencias

2.	 Diseñar cláusulas que premien el avance gradual hacia el cumplimiento de 
derechos, especialmente en proveedores pequeños o comunitarios del Sur.

3.	 Acumulativamente, ofrecer asistencia técnica, capacitación y financiación 
para que puedan cumplir con los estándares exigidos. 45

Mecanismos de verificación descentralizados y participativos

1.	 Fomentar redes locales de verificación conformadas por organizaciones de 
base.

2.	 Incluir cláusulas que exijan a las empresas mostrar relación activa con orga-
nizaciones defensoras de los derechos humanos locales.

3.	 Crear fondos públicos o mixtos que financien observatorios sociales de las 
cadenas de suministro en países del Sur. 46

Cláusulas orientadas a resultados, no solo a medios

1.	 Evaluar si una empresa garantiza efectivamente que no hay trabajo infantil, 
en lugar de si tiene una política escrita contra él.

2.	 Exigir indicadores de impacto real sobre condiciones laborales (salarios, li-
bertades sindicales, accidentes) y no solo códigos de conducta.

→ Transparencia en las cadenas de valor y justicia fiscal

¿Podemos incluir en los pliegos la obligación de publicar estructuras de propie-
dad, fiscalidad y subcontratación? ¿Podemos impulsar (y quién puede hacerlo) 
compromisos de justicia fiscal, es decir, que las empresas tributen en los países 
donde extraen valor?

Llegados a este punto, proponemos algunos ejemplos concretos de cláusulas con 
las que traducir las soluciones genéricas antes mencionadas en instrumentos ju-
rídicos útiles para Administraciones públicas españolas que deseen ejercer una 
compra pública alimentaria respetuosa de los derechos humanos y adaptada a 
realidades locales que se encuentran en el Bloque III, no sin antes entender las 
obligaciones normativas de manera concreta explicadas en el Bloque II.

45 El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) ha promovido la cooperación Sur-Sur mediante la Inicia-
tiva de Bienes Públicos Regionales, que apoya soluciones innovadoras de políticas públicas a través 
de la acción colectiva de los países de la región. Esta iniciativa incentiva la cooperación regional por 
medio de recursos no reembolsables (BID, 2023).

46 El Acuerdo de Escazú es un tratado regional que busca garantizar la implementación de los derechos 
de acceso a la información ambiental, la participación pública en procesos de toma de decisiones y el 
acceso a la justicia en asuntos ambientales. Este acuerdo enfatiza la importancia de la participación 
de la sociedad civil y la protección de los defensores de los derechos humanos en temas ambientales 
(CEPAL, 2018). 
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Bloque II: Hacer para poder cambiar

1. Cuestiones preliminares

2. Derechos laborales
Marco normativo, derechos y sujetos
¿Qué son las matrices de riesgo y cómo se relacionan 
con las cláusulas en la contratación pública?

3. Libertad sindical y negociación colectiva C87 y C99
Contenido 
Matrices de riesgo

4. Eliminación del trabajo forzoso C29 y C105
Contenido 
Matrices de riesgo

5. Abolición del trabajo infantil C138 y C182
Contenido 
Matrices de riesgo

6. Eliminación de la discriminación C100 y C111
Contenido
Matrices de riesgo

7. Protección de la salud y la seguridad en el trabajo (C155 y C157)
Contenido 
Matrices de riesgo

8. La no deforestación
Concepto
Sujetos, condiciones y obligaciones
El riesgo y las medidas de mitigación

9. Diligencia debida
Concepto y anticipación
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1. Cuestiones preliminares
Este segundo bloque ha sido confeccionado para ofrecer una visión general del 
contenido concreto de los derechos humanos y medioambientales, cuya protec-
ción debe ser promovida y favorecida en los procesos de licitación que lleven 
a cabo las Administraciones públicas respecto de los contratos de servicios de 
restauración colectiva o de suministros de alimentos en los que intervengan de 
forma directa o indirecta operadores radicados en el sur global. A tal fin, el bloque 
contempla tres tipos de normas:

•	 Las de obligado cumplimiento en este momento.

•	 Las de obligado cumplimiento, pero no en este momento, todavía.

•	 Las simples recomendaciones.

Con relación a las normas de obligado cumplimiento (actual o futuro), se define el 
contenido esencial del derecho que prevén y se aporta una matriz de riesgo sobre 
la vulneración de ese derecho por países y sectores productivos relacionados con 
el objeto de las licitaciones que nos ocupan en esta guía. Este contenido sustan-
tivo es la premisa para la propuesta de clausulado concreto que se aporta en el 
bloque tercero de esta guía.

Antes de pasar a cada derecho concreto, cabe recordar que la legitimación jurídica 
para incluir cláusulas relativas a derechos fundamentales y socioambientales en 
los procesos de licitación viene dada por la Directiva de contratación pública,47 
del año 2014. Esta norma regula cómo los Estados miembros deben organizar la 
contratación pública para conjugar la eficiencia económica con la incorporación 
de políticas públicas transversales (sostenibilidad, derechos sociales, innovación). 

En concreto, tenía por objeto armonizar las normas de contratación pública en la 
Unión Europea para garantizar los siguientes principios:

•	 La transparencia, la igualdad de trato y la libre concurrencia en los procedi-
mientos de contratación.

•	 La utilización estratégica de la contratación pública como instrumento para 
impulsar objetivos sociales, ambientales y de innovación.

•	 La simplificación y modernización de los procedimientos, incluida la contra-
tación electrónica.

•	 La fijación de reglas comunes sobre adjudicación de contratos, criterios de 
selección, exclusión de operadores y recursos.

La Directiva introdujo expresamente la posibilidad de que la contratación pú-
blica se utilice como un instrumento estratégico para alcanzar objetivos sociales, 
medioambientales y de innovación.

España traspuso esta norma mediante la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP), cuyo artículo 1.3 establece que la contrata-
ción debe orientarse a satisfacer no solo fines económicos, sino también fines so-
ciales, medioambientales y de innovación. Asimismo, los artículos 145 y 202 LCSP 
permiten incluir criterios sociales y medioambientales tanto en la adjudicación 
como en las condiciones especiales de ejecución de los contratos.

47 Unión Europea (2014).
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Estas previsiones normativas implican que las Administraciones públicas deben 
valorar el impacto de sus decisiones de compra en las cadenas globales de sumi-
nistro alimentario, especialmente cuando se opere directa o indirectamente con 
empresas ubicadas en lugares donde existen riesgos documentados de vulnera-
ción de derechos fundamentales en el trabajo (trabajo infantil, represión sindical, 
discriminación laboral) y de graves impactos socioambientales (deforestación, 
pérdida de biodiversidad, contaminación).

De este modo, la Directiva y la LCSP proporcionan la base jurídica para:

1.	 Incluir cláusulas de obligado cumplimiento de respeto a los derechos humanos 
y laborales fundamentales reconocidos en los convenios de la OIT.

2.	 Exigir a las empresas licitadoras medidas de diligencia debida en sus cadenas 
de suministro, anticipando la plena aplicación de la Directiva (UE) 2024/1760.

3.	 Incorporar criterios de adjudicación que premien prácticas responsables, como 
certificaciones sociales, comercio justo, auditorías independientes u otros 
mecanismos ya señalados en el bloque I de esta guía.

En síntesis, la normativa europea y española vigente legitima la introducción de 
cláusulas que alineen la compra pública con la protección de los derechos huma-
nos y la sostenibilidad en cadenas globales. Las Administraciones públicas, al di-
señar pliegos de licitación para la contratación agroalimentaria, cuentan así con 
un fundamento jurídico sólido para incorporar exigencias sociales y medioambien-
tales, incluso cuando estas afectan a etapas de la cadena situadas en países del 
sur global.

Comenzamos con el bloque más grande de derechos humanos que estudiare-
mos en esta guía: los derechos laborales, cuyo incumplimiento afecta transver-
salmente a otros derechos humanos como la vida y la dignidad.

2. Derechos laborales

2.1. Marco normativo, derechos y sujetos

El Marco de Trabajo Decente (Decent Work Agenda) es un concepto jurídico-polí-
tico desarrollado por la OIT desde 1999, reconocido en el ODS 848 y utilizado como 
marco interpretativo de los convenios de la OIT en informes y recomendaciones 
de órganos de supervisión.

Este marco se sustenta en cuatro pilares estratégicos estrechamente vinculados 
a los convenios de la OIT: la creación de empleo, la protección social, los derechos 
en el trabajo y el diálogo social. La Directiva 2014/24/UE permite a los poderes 
adjudicadores exigir a los licitadores que cumplan con obligaciones medioambien-
tales, sociales y laborales derivadas del Derecho de la Unión, del derecho nacional 
o de convenios internacionales. Esta última referencia a los convenios interna-
cionales remite a los derechos laborales reconocidos por la OIT, a cuyos convenios 
reguladores se refiere el Anexo X de esta directiva, en el que se recoge una lista 
de los convenios más importantes, sin que pueda considerarse una lista cerrada, 

48 El ODS 8 promueve el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y pro-
ductivo, y el trabajo decente para todas las personas.
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pues pueden existir nuevos acuerdos internacionales que hayan sido ratificados 
por todos los Estados miembros, o bien que los acuerdos internacionales vigen-
tes mencionados dejen de estar ratificados por todos los Estados miembros o se 
modifiquen, por ejemplo, en lo que se refiere a su ámbito de aplicación, su conte-
nido o su denominación.

Los convenios que aparecen en la Directiva 2014/24 (relacionados con el tra-
bajo) son los siguientes:

•	 Convenio OIT n.º 87 sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación.

•	 Convenio OIT n.º 98 sobre el derecho de sindicación y de negociación 
colectiva.

•	 Convenio OIT n.º 29 sobre el trabajo forzoso.

•	 Convenio OIT n.º 105 sobre la abolición del trabajo forzoso.

•	 Convenio OIT n.º 138 sobre la edad mínima.

•	 Convenio OIT n.º 111 sobre la discriminación (empleo y ocupación).

•	 Convenio OIT n.º 100 sobre igualdad de remuneración.

•	 Convenio OIT n.º 182 sobre las peores formas de trabajo infantil.

•	 Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono y su Protocolo de 
Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono.

Las normas laborales fundamentales (Core Labour Standards)49 son de cumpli-
miento obligatorio para todos los Estados miembros de la OIT, incluso si no han 
ratificado los convenios en los que se desarrollan sus cinco principios:

1.	 Libertad sindical y negociación colectiva (C87 y C98)

2.	 Eliminación del trabajo forzoso (C29 y C105)

3.	 Abolición del trabajo infantil (C138 y C182)

4.	 Eliminación de la discriminación (C100 y C111)

5.	 Protección de la salud y seguridad en el trabajo (C155 y C157).

Por otro lado, los convenios técnicos, que no se consideran fundamentales por la 
OIT, pueden resultar relevantes para un enfoque amplio de los derechos laborales 
en las cadenas de suministro. Pueden agruparse en los siguientes pilares: 

a)	 Salud y seguridad en el trabajo: C161 (sobre servicios de salud en el trabajo) y 
C170 (sobre seguridad en el uso de productos químicos).

b)	 Tiempo de trabajo: C1 (sobre duración de la jornada laboral de 48 horas a la se-
mana), C30 (sobre horas de trabajo en el comercio y las oficinas) y C132 (so-
bre vacaciones pagadas).

c)	 Condiciones de contrato y empleo: C94 (sobre cláusulas laborales en contra-
tos públicos), C154 (sobre negociación colectiva), C95 (sobre protección del 
salario) y C158 (sobre terminación de la relación de trabajo).

49 Estas normas están recogidas en la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos funda-
mentales en el trabajo, de 18 de junio de 1998 y actualizada en 2022 en el marco de la 110ª Conferen-
cia Internacional del Trabajo (OIT, 2022).
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A continuacion, aportamos un cuadro de convenios técnicos relevantes al objeto 
de esta guía:50

N.º Título del convenio Aplicabilidad al sector alimentario
Estado en 

España

C081
Inspección del 
trabajo (1947)

Control de cumplimiento de condiciones 
laborales

Ratificado

C129
Inspección del 
trabajo (agricultura) 
(1969)

Relevante para el sector primario 
(agricultura, ganadería)

Ratificado

C155
Seguridad y salud 
de los trabajadores 
(1981)

Seguridad alimentaria y laboral en 
cocinas, transporte, etc.

Ratificado

C184
Seguridad y salud en 
la agricultura (2001)

Manipulación de productos 
agroalimentarios

Ratificado

C122
Política del empleo 
(1964)

Promoción de empleo decente en 
contrataciones públicas

Ratificado

C183
Protección de la 
maternidad (2000)

Relevante en empleos feminizados 
(comedor escolar, servicios)

Ratificado

C094
Cláusulas laborales 
en los contratos 
públicos (1949)

Altamente relevante para contratación 
pública

Ratificado

En síntesis, los convenios OIT pueden emplearse con los objetivos siguientes:

•	 Como base normativa para definir los requisitos mínimos laborales en los 
pliegos de licitación. Se puede exigir el respeto de los convenios fundamenta-
les sin necesidad de que la empresa esté domiciliada en España: la OIT esta-
blece su aplicabilidad como principios universales. Para los convenios técni-
cos, es posible exigir su cumplimiento cuando estén ratificados por España y, 
en caso de que no lo estén, usarlos como referencia o guía para definir buenas 
prácticas laborales.

•	 Para justificar cláusulas contractuales que exijan el respeto a derechos fun-
damentales del trabajo.

•	 Para orientar auditorías sociales o verificaciones exigidas a proveedores.

•	 Para desarrollar criterios de exclusión o penalización si se detectan incumpli-
mientos en estas materias.

El respeto a los derechos laborales reconocidos por la OIT en materia de 
contratación pública se fundamenta en la Directiva 2014/24/UE (art. 18.2 
y 57.4), la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público (LCSP) (arts. 1, 
145.2, 149.4 y 201), los Convenios de la OIT fundamentales ratificados 
por España, la Agenda 2030 y el ODS 8.

50 Se puede consultar la página de la Organización Internacional del Trabajo para conocer en cada 
momento el estado de los convenios internacionales aplicables en España. En concreto, véase el 
apartado «Ratificación de convenios de la OIT: España». Actualmente, España ha ratificado 141 con-
venios, de los cuales 89 están en vigor, 27 han sido denunciados y 24 han sido abrogados.

→

https://normlex.ilo.org/dyn/nrmlx_es/f?p=NORMLEXPUB:11200:0::NO::p11200_country_id:102847
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→

La exigencia de respeto a los derechos fundamentales del trabajo debe estar for-
mulada de forma clara, objetiva, verificable y proporcional; de lo contrario, puede 
ser impugnada. 

A continuación, se presenta un ejemplo de cláusula sobre cumplimiento de nor-
mas laborales internacionales:

«Las empresas licitadoras y las subcontratadas que participen en cual-
quier fase de la cadena alimentaria vinculada al servicio (producción, 
transformación, transporte, distribución o suministro) deberán respe-
tar, como mínimo, los derechos laborales reconocidos por los conve-
nios fundamentales de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), 
ratificados por España. Este cumplimiento será objeto de verificación 
mediante declaración responsable y, en su caso, mediante auditoría 
documental o certificaciones válidas. El incumplimiento de esta cláu-
sula podrá dar lugar a la resolución del contrato».

Esta cláusula cumple con los criterios indicados de claridad (la cláusula es clara 
en su exigencia: cumplimiento de los convenios fundamentales de la OIT), objeti-
vidad (el criterio es objetivo porque se refiere a normas internacionales ratifica-
das por España, de carácter vinculante, y no a apreciaciones discrecionales de 
la Administración), verificabilidad (se prevé su verificación mediante declaración 
responsable, auditoría documental o certificaciones, lo que satisface la exigencia 
de comprobación) y proporcionalidad (no se exige más allá de los estándares mí-
nimos internacionales y se admite su comprobación con medios razonables sin 
imponer cargas desproporcionadas). No obstante, para mayor seguridad jurídica, 
podrían precisarse cuáles son esos convenios (lista cerrada) y también añadirse 
mecanismos de control periódico.

En todos los convenios de la OIT, el sujeto pasivo principal es el Estado: los Estados 
miembros, al ratificar un convenio, asumen la obligación internacional de respe-
tar, garantizar y hacer efectivos los derechos laborales allí previstos. Es decir, de-
ben adoptar legislación interna, políticas públicas, mecanismos de control e ins-
pección y sancionar las infracciones. Esta obligación es de carácter internacional 
y se deriva del artículo 19 de la Constitución de la OIT, que impone el deber de 
aplicar los convenios ratificados «en la legislación y en la práctica». Los Estados 
miembros están vinculados a los convenios de la OIT con independencia de que 
los hayan ratificado o no.

Aunque los Estados son los sujetos pasivos formales y la OIT dirige sus observa-
ciones, informes y recomendaciones únicamente a los Estados, los particulares 
(empresas o personas físicas) pueden tener obligaciones derivadas de los conve-
nios, pero solo por vía indirecta, es decir:

•	 Por transposición normativa: cuando la legislación nacional convierte la obli-
gación internacional en norma interna (por ejemplo, la Ley de Igualdad Salarial 
incorpora el principio del C100).

•	 Por obligaciones contractuales: en el caso de la contratación pública, la 
Administración puede exigir que las empresas contratistas cumplan esos 
estándares internacionales como condición de ejecución (art. 202 LCSP y 
art. 18 Directiva 2014/24/UE).
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•	 Por normas de debida diligencia empresarial: derivadas de los Principios 
Rectores de la ONU sobre Empresas y Derechos Humanos o de la Directiva (UE) 
2024/1760 (CSDDD), que obligan a las grandes empresas a prevenir y mitigar 
violaciones de derechos humanos y laborales en sus cadenas de suministro.

Así pues, las empresas pueden devenir responsables por acción u omisión si: 

•	 Causan o contribuyen directamente a una violación (p. ej., trabajo infantil, dis-
criminación salarial, obstrucción sindical).

•	 Se benefician de un contexto de vulneración sistemática (por ejemplo, cade-
nas de suministro con trabajo forzoso o infantil).

Los poderes adjudicadores pueden ser responsables si a sabiendas no hacen nada 
para revertir la situación. 

En esos casos, aunque la OIT no les imponga sanción directa, los Estados deben 
exigirles responsabilidades mediante leyes, contratos o mecanismos de debida 
diligencia.

Todo esto se relaciona directamente con una cuestión importante. En términos 
generales, la licitación pública no puede exigir acreditar el cumplimiento estatal 
de un convenio OIT, pero sí el comportamiento empresarial concreto. En el pliego 
de contratación (PCAP, condiciones especiales de ejecución, art. 202 LCSP), las 
cláusulas deben:

•	 Trasladar la obligación internacional al plano empresarial, exigiendo que la 
licitadora no utilice ni se beneficie de trabajo forzoso en ninguna fase de la 
cadena de suministro.

•	 Verificar a nivel de empresa, no de Estado: la acreditación se hace mediante 
declaración responsable, auditorías sociales, certificaciones reconocidas o 
informes de diligencia debida.

•	 Integrar el enfoque de riesgo:

	– Si el producto procede de un sector o país identificado como de riesgo, se 
puede exigir diligencia debida reforzada (ej., auditorías independientes, tra-
zabilidad documental).

	– Si el riesgo es bajo, basta con la declaración responsable y verificación docu-
mental básica.

No se puede exigir que la empresa licitadora demuestre al poder adjudicador que 
el país donde radica la empresa proveedora respeta los derechos laborales inter-
nacionales. Además, puede suceder que, en un país con riesgo elevado, una em-
presa concreta sí cumpla y no vulnere dichos derechos (por ejemplo, no recurra al 
trabajo forzoso).

2.2. ¿Qué son las matrices de riesgo y cómo se relacionan con las cláusu-
las en la contratación pública?

Resulta de gran utilidad práctica que la Administración conozca datos sobre vul-
neraciones y riesgos en países y sectores de origen, a fin de diseñar pliegos más 
sólidos, justificar cláusulas y focalizar la debida diligencia empresarial en contex-
tos de alto riesgo. Para ello pueden emplearse las matrices de riesgos.
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Una matriz de riesgo es una herramienta que identifica y clasifica, de forma siste-
mática, los riesgos de un proceso o actividad según su probabilidad de ocurrencia 
y su impacto, para priorizar medidas de prevención o control.

La matriz de riesgo no solo describe casos, sino que clasifica sistemáticamente 
los riesgos según criterios como:

•	 Grado de probabilidad (alta/media/baja ocurrencia en el sector o país).

•	 Gravedad del impacto (afecta a derechos humanos fundamentales, salud, 
medio ambiente, etc.).

•	 Medidas de mitigación exigibles en los pliegos (trazabilidad, certificaciones, 
auditorías, exclusión).

La incorporación de matrices de riesgo en la guía y su uso por la Administración 
es altamente recomendable, pero deben actualizarse periódicamente para dispo-
ner siempre de criterios de riesgo actualizados y defendibles. Se trata, por tanto, 
de un instrumento dinámico. Se recomienda su actualización, de manera ordina-
ria, una vez al año y, de manera extraordinaria, en determinados casos (por ejem-
plo, la entrada en vigor de nuevas normas que afecten a los estándares a prote-
ger). También es recomendable que se actualicen antes de cada procedimiento 
de licitación importante, para verificar que la información utilizada en los pliegos 
sigue siendo válida.

Cabe destacar, a efectos de matrices en relación con los derechos laborales, el 
documento anual de la OIT Aplicación de las normas internacionales del trabajo, 
en el que se reporta el estado de cumplimiento o incumplimiento de los derechos 
laborales establecidos en los convenios OIT, por convenios y países, incluyendo 
también países de riesgo por falta de comunicación.51 

La Administración puede usar utilizar estas fuentes como justificación téc-
nica al diseñar cláusulas contractuales (cumplimiento del art. 202 LCSP). 
Los datos que obtenga le permitirán clasificar países y sectores de alto 
riesgo, relacionando producto, país o zona geográfica,  grado de riesgo y de-
recho en riesgo de vulneración. 

Con ello, la Administración podrá establecer criterios de control proporcional: 
más requisitos de verificación en contratos con origen en países o sectores de 
alto riesgo y controles más ligeros en contextos de bajo riesgo. Desde un punto 
de vista metodológico, se trata de disponer de distintos instrumentos de pro-
tección jurídica de los derechos humanos y socioambientales y de elegir entre 
ellos en función del riesgo existente en el caso concreto. Con esta práctica, se 
refuerzan la proporcionalidad y la vinculación al objeto del contrato.

En definitiva, el uso de matrices de riesgo permite una mayor justificación técnica 
para exigir diligencia debida reforzada (declaración responsable + evidencias) y 
sistemas de verificación proporcionales (pruebas de libertad sindical y negocia-
ción colectiva, tales como la existencia de sindicato/comité, convenios colectivos 
vigentes, auditorías sociales con capítulo sobre libertad sindical o FOA).

51	 El texto del 2026 puede encontrarse aquí: https://www.ilo.org/sites/default/files/2026-02/
Report%20III%28A%29-2026-%5BNORMES-251223-001%5D-Web-SP.pdf
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Para extraer datos con el objetivo de incorporarlos como anexo técnico en los 
pliegos, pueden usarse las fuentes recogidas en la tabla siguiente.

Fuente Qué aporta
Fuerza jurídica / 

valor

Utilidad en 
contratación 

pública

OIT – Observaciones 
del Comité de 
Expertos (CEACR)

Informes periódicos 
sobre aplicación 
de convenios, 
observaciones por 
país.

Interpretación 
autorizada de los 
Convenios OIT 
(soft law, pero alta 
autoridad técnica).

Justificar cláusulas 
en pliegos basadas 
en convenios 
internacionales.

OIT – Comité de 
Libertad Sindical 
(CLS)

Casos específicos 
de violación a la 
libertad sindical.

No vinculante, pero 
con fuerte autoridad 
moral y doctrinal.

Señalar países 
o sectores con 
problemas 
estructurales.

OIT – Indicadores 
ILOSTAT y Global 
Reports

Datos comparativos 
sobre trabajo 
infantil, forzoso, 
discriminación, 
sindicalización.

Fuente estadística 
oficial de la OIT.

Apoyar la 
identificación de 
sectores de riesgo 
(ej. agricultura, 
textil).

ITUC (Confederación 
Sindical 
Internacional) – 
Global Rights Index

Ranking anual 
de países según 
violaciones 
a derechos 
sindicales.

No vinculante, pero 
referencia mundial 
de la sociedad civil.

Incluir en matrices 
de riesgo país para 
contratación.

OCDE – Directrices 
para Empresas 
Multinacionales / 
Punto Nacional de 
Contacto (PNC)

Casos de 
incumplimiento 
de empresas con 
obligaciones de 
diligencia debida.

Soft law reconocido 
por la UE y España.

Identificar empresas 
o sectores señalados 
en el marco OCDE.

ONU – Principios 
Rectores sobre 
Empresas y Derechos 
Humanos y Base de 
datos de casos de la 
ONU

Marco normativo y 
casos de impacto 
empresarial en 
DD. HH.

Soft law 
ampliamente 
aceptado; respaldo 
por Consejo de 
Derechos Humanos 
ONU.

Fundamentar el 
deber de diligencia 
debida en pliegos.

Human Rights 
Watch / Amnistía 
Internacional

Informes sobre 
violaciones de 
derechos laborales 
y ambientales 
en sectores 
específicos.

Sociedad civil, no 
vinculante, pero 
de alto prestigio 
internacional.

Identificar sectores 
(ej. minería, 
agroindustria, textil) 
con alto riesgo.

FAO – SOFI Report y 
estudios sectoriales

Datos sobre 
agricultura, 
seguridad 
alimentaria, trabajo 
rural.

Informes de agencia 
especializada de la 
ONU.

Vincular riesgos 
laborales con 
la seguridad 
alimentaria.

Banco Mundial – 
Doing Business 
(labor laws, contract 
enforcement)

Información sobre 
marcos regulatorios 
laborales por país.

Estadísticas 
comparativas.

Contextualizar 
riesgos regulatorios 
por país.
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3. Libertad sindical y negociación colectiva (C87 y C98)

3.1. Contenido

A partir de una síntesis de los C87 y C98, se observa que el contenido del derecho 
comprende los siguientes aspectos:

Aspecto / Contenido Síntesis Referencia legal

Derecho de 
sindicación

Trabajadores y empleadores pueden 
constituir organizaciones y afiliarse a ellas 
sin autorización previa.

C87: 
arts. 2 y 3.1

Autonomía sindical

Las organizaciones pueden redactar 
estatutos, elegir representantes, organizar 
administración y actividades, formular 
programas de acción; pueden constituir 
federaciones/confederaciones y afiliarse a 
organizaciones internacionales.

C87:  
arts. 3.1, 4, 5 y 6

Protección frente 
a injerencias de 
autoridades

Las autoridades deben abstenerse de 
limitar o entorpecer el ejercicio de estos 
derechos.

C87:  
art. 3.2; y 8.1

Protección frente 
a injerencias de 
empleadores

Los empleadores no deben interferir 
en la constitución, funcionamiento 
o administración de sindicatos, ni 
discriminar por actividad sindical; se 
prohíben sindicatos «amarillos».

C98:  
arts. 1.1, 1.2, 2.1 y 2.2

Derecho a negociación 
colectiva

Trabajadores y empleadores pueden 
negociar colectivamente condiciones 
de trabajo; el Estado debe promover 
procedimientos voluntarios de 
negociación.

C98: art. 4

Protección reforzada y 
obligación estatal

Prohibición de discriminación 
antisindical;52 obligación de los Estados 
de garantizar un marco legal que permita 
el pleno ejercicio de la libertad sindical y 
negociación colectiva.

C87: art. 8.1 
C98: art. 3

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su Opinión Consultiva 
OC-22/16, ha señalado que «la libertad para asociarse y la persecución de ciertos 
fines colectivos son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades 
de asociarse representa directamente, y en la misma medida, un límite al dere-
cho de la colectividad de alcanzar los fines que se proponga». Es decir, la libertad 
sindical es esencial para la realización de otros derechos colectivos.

Del contenido descrito en la tabla anterior podemos observar que el derecho de 
libertad sindical y de negociación colectiva es un derecho de doble titularidad, por 
lo que tanto en su posición pasiva como activa tiene dos titulares:

•	 Sujeto activo (titular de los derechos): trabajadores/as y empleadores/as.

•	 Sujeto pasivo, quien viene obligado por esos derechos: Estado y empleadores/as.

52 El Comité de Libertad Sindical (CLS) de la OIT ha señalado que «diferentes requisitos legales o interpre-
taciones de ellos en la práctica en este caso parecen haber atentado contra el artículo 2 del Convenio 
núm. 87 a tenor del cual los trabajadores sin ninguna distinción y sin autorización previa tienen el dere-
cho de constituir las organizaciones que estimen convenientes» (OIT, 2012, caso núm. 2868, párr. 1005).
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Por efecto del principio de proporcionalidad, una Administración pública española 
no puede exigir a una empresa licitadora acreditar el comportamiento del Estado 
extranjero. Como se ha dicho anteriormente de manera genérica, en un pliego 
de licitación no puede exigirse ni condicionar la concurrencia al hecho de que el 
Estado donde se ubica la empresa proveedora o suministradora respete (legisla-
tiva, ejecutiva y jurisdiccionalmente) los derechos sindicales.

Lo que sí puede exigirse a la empresa licitadora es demostrar que ella y sus pro-
veedores inmediatos respetan los derechos sindicales. Este control es verificable 
mediante declaraciones responsables, auditorías sociales o certificaciones, y es 
jurídicamente admisible al ser proporcional y estar vinculado con el objeto del 
contrato. 

La exigencia razonable es que la licitadora demuestre diligencia debida en su ca-
dena de suministro y que no se beneficie de prácticas antisindicales, incluso si 
estas derivan de la pasividad del Estado de origen.

3.2. Matrices de riesgo

Tal como se ha señalado en el apartado introductorio de este bloque, las 
cláusulas pueden prever distintas exigencias en función de los resultados que 
arrojen las matrices de riesgo.

Sin perjuicio del análisis específico que deba realizar la Administración en cada 
procedimiento de licitación, y al centrarse en los riesgos para el derecho de li-
bertad sindical por países, la CEACR destacó preocupaciones en varios países de 
América Latina, tales como Argentina, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras y 
Trinidad y Tobago, en relación con la aplicación del C87. 

Más allá de América Latina, según fuentes recientes de los órganos del sistema 
de control de la OIT y del ITUC Global Rights Index 2025,53 los países que ge-
neran mayor preocupación por vulneraciones sistemáticas o persistentes de los 
Convenios C87 y C98, con relación a los sectores vinculados a la cadena de sumi-
nistro de restauración colectiva, se recogen en la siguiente tabla.

Sector  
(producto 
típico en 

comedores)

Países 
con riesgo 

elevado 
(ejemplos)

Riesgos C87/C98  
más frecuentes

Fuentes clave

Banano

Fruta tropical 
fresca

Guatemala
Obstáculos a registro/
actividad sindical; injerencia 
patronal; negativa a negociar

411.er informe del 
Comité de Libertad 
Sindical54

Cereales

Arroz
Myanmar

Prohibición o represión de 
sindicatos; imposibilidad 
práctica de negociar 
colectivamente

411.er informe del 
Comité de Libertad 
Sindical55

53	 La lista «Top 10» del ITUC no es jurídica vinculante, pero es el barómetro global más citado y alinea 
bien con múltiples observaciones del sistema de control de la OIT.

54 OIT (2025, Caso núm. 2609) 

55 OIT (2025, Caso núm. 3405)
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4. Eliminación del trabajo forzoso (C29 y C105)

4.1. Contenido

A partir de una síntesis sistematizada de los Convenios C87 y C98, se observa 
que el contenido del derecho incluye:

Aspecto / 
Contenido

Síntesis Referencia legal

Definición de 
trabajo forzoso

Todo trabajo o servicio exigido a una persona 
bajo la amenaza de una pena cualquiera y 
para el cual dicha persona no se haya ofrecido 
voluntariamente.

C29, art. 2.1

Prohibición 
general

Los Estados deben suprimir el trabajo forzoso 
en todas sus formas en el plazo más breve 
posible.

C29, art. 1.1

Excepciones 
limitadas

No se consideran trabajo forzoso: (a) el 
servicio militar obligatorio, (b) las obligaciones 
cívicas normales, (c) el trabajo impuesto como 
consecuencia de condena judicial bajo control 
público, (d) el trabajo en casos de emergencia 
(guerras, catástrofes), y (e) pequeñas obras 
comunales.

C29, art. 2.2

Eliminación de 
usos específicos 
del trabajo 
forzoso

Se prohíbe expresamente utilizar trabajo 
forzoso como medio de: 1) coerción política o 
castigo por expresar opiniones, 2) movilización 
para desarrollo económico, 3) medida de 
disciplina laboral, 4) castigo por huelga, 
5) discriminación racial, social, nacional o 
religiosa.

C105, art. 1 
(apartados a–e)

Obligación 
estatal de 
sancionar

Los Estados deben establecer sanciones 
penales adecuadas contra el trabajo forzoso e 
imponerlas eficazmente.

C29, art. 25

Este contenido específico se ha interpretado del siguiente modo por los órganos 
de control de la OIT y por instrumentos internacionales relacionados:

a)	 En cuanto a la definición de «trabajo forzoso», se distinguen los dos elemen-
tos que lo configuran: amenaza de una pena y ausencia de consentimiento li-
bre y voluntario. Por amenaza de una pena no deben entenderse solo castigos 
penales, sino también sanciones económicas, pérdida de derechos, amena-
zas físicas, retención de documentos de identidad, endeudamiento coerci-
tivo, etc. En cuanto a la ausencia de consentimiento libre y voluntario, sdebe 
analizarse si el trabajador aceptó realmente la relación labora o fue engañado, 
coaccionado o si no puede abandonarla libremente.

b)	 Las excepciones previstas en el art. 2.2 del C29 deben interpretarse restric-
tivamente y nunca extenderse a actividades económicas en beneficio de par-
ticulares o empresas ni a supuestos subjetivos no previstos (como, por ejem-
plo, el traslado forzoso a lugares de trabajo de personas calificadas como 
«vagabundas» o «indigentes» por la Administración de un Estado).
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c)	 En cuanto a la excepción del trabajo penitenciario, este solo es legítimo si se 
realiza por condenados (no presos preventivos o personas imputadas o pro-
cesadas) bajo control público directo, no en beneficio de empresas privadas, 
salvo que se cumplan determinados requisitos: consentimiento pleno y sin 
coerción (no condicionado a beneficios penitenciarios ni a amenazas), con-
diciones laborales similares a las de un trabajo libre, sin trato coercitivo ni san-
ciones por rechazo y existencia de supervisión y protección pública efectiva.

d)	 El trabajo forzoso incluye fenómenos como la trata de personas con fines de 
explotación laboral, la servidumbre por deudas y el trabajo infantil en condi-
ciones coercitivas. Incluye también prácticas culturalmente aceptadas que 
implican explotación sexual (como las «devadasi» en la India, objeto de pro-
nunciamiento expreso por la CEACR).

e)	 La obligación de los Estados respecto a la eliminación del trabajo forzoso 
supone la adopción de medidas legislativas, prevención, protección, san-
ción efectiva y reparación, lo que incluye inspecciones y recursos judiciales 
accesibles.

4.2. Matrices de riesgo

Pese a esta protección internacional, en diversos informes de la OIT se han docu-
mentado situaciones de trabajo forzoso o servidumbre en cadenas alimentarias. 
A continuación, se presentan algunos ejemplos:

Sector
Ejemplo 

documentado
Riesgo principal identificado

Caña de azúcar 
y castaña 
(Bolivia)56

Persistencia de 
servidumbre por deudas 
en la zafra y en la 
recolección de castaña.

Trabajadores endeudados que no 
pueden abandonar la actividad hasta 
saldar deudas con intermediarios. 
Explotación infantil y de género de 
población indígena.

Pesca marítima 
(Tailandia)57

Explotación laboral de 
migrantes en barcos 
pesqueros.

Retención de documentos de identidad, 
condiciones coercitivas de trabajo.

Ganadería y 
agricultura 
en el Chaco 
(Paraguay)58

Servidumbre de pueblos 
indígenas en estancias 
agropecuarias.

Explotación laboral estructural de 
comunidades indígenas. Retraso en el 
pago de los salarios, precios excesivos de 
los productos de la tienda de la empresa, 
pago en especie de los salarios en lugar 
de en efectivo y remuneración mediante 
alcohol o drogas.

Estos casos ilustran la necesidad de que las Administraciones públicas incorpo-
ren, en los contratos de restauración colectiva, cláusulas de debida diligencia u 
otras de protección de este derecho humano, a fin de no coadyuvar a la vulnera-
ción de este derecho.

56 Consulta directa (CEACR). Adopción: 2021. Publicación: 110.ª reunión CIT (2022).

57 Observación (CEACR). Adopción: 2024. Publicación: 113.ª reunión CIT (2025).

58 Observación (CEACR). Adopción: 2011. Publicación: 101.ª reunión CIT (2012). Esta zona (Chaco) ha 
sido objeto de 10 resoluciones del CEACR entre los años entre 1996 y 2024.
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5. Abolición del trabajo infantil (C138 y C182)

5.1. Contenido

Estos dos convenios fundamentales de la OIT están directamente vinculados al 
art. 32 de la Convención sobre los Derechos del Niño (ONU, 1989), que reconoce 
el derecho del niño a estar protegido contra la explotación económica y frente a 
trabajos que perjudiquen su desarrollo, y configuran el contenido esencial de este 
derecho.

Mientras que el C138 regula la edad mínima de admisión al empleo como me-
canismo preventivo y busca la abolición progresiva del trabajo infantil (por ello 
eleva gradualmente la edad mínima hasta equipararla con la finalización de la 
enseñanza obligatoria), el C182 busca la abolición inmediata de las peores for-
mas de trabajo infantil, por lo que tiene carácter urgente y prioritario y no admite 
gradualidad.

El C138 configura del siguiente modo la edad mínima de admisión al empleo, que 
debe ser fijada por cada Estado:

•	 Edad mínima general, que no puede ser inferior a la edad de finalización de la 
escolaridad obligatoria y, en ningún caso, inferior a 15 años (art. 2.3). Se per-
mite fijar una edad mínima de 14 años en países con insuficiente desarro-
llo económico y educativo (cláusula de flexibilidad, art. 2.4). Entre los traba-
jos compatibles con esta edad mínima se incluyen, por ejemplo, actividades 
como ayudante agrícola formal en plantaciones o fincas o trabajo en procesa-
miento de alimentos bajo condiciones seguras (ej. selección de café o empa-
quetado de productos agrícolas).

•	 Para trabajos peligrosos, la edad mínima no puede ser inferior a 18 años 
(art. 3.1), si bien se permite rebajar esa edad a los 16 años con determinadas 
condiciones.59 Se trata de tareas como manipular maquinaria agrícola pesada 
(tractores, molinos), aplicar pesticidas o fertilizantes químicos o trabajar en 
pesca de altura o en entornos mineros. Cada Estado debe elaborar su lista 
oficial de trabajos peligrosos. La Compendium of hazardous child labour lists 
and related legislation de la OIT reúne ejemplos de actividades peligrosas por 
país y sector (café, cacao, algodón, etc.) para orientar la elaboración de listas 
nacionales.

•	 Para trabajos ligeros, los menores de 13 a 15 años pueden realizarlos siempre 
que no perjudiquen su salud, desarrollo o escolarización (art. 7.1). Cada Estado 
debe contar con su regulación de trabajos ligeros. Entre estos trabajos se 
incluyenactividades como ayudar en la venta de frutas en un pequeño puesto 
familiar los fines de semana, participar en tareas domésticas no intensivas o 
en la elaboración artesanal de alimentos de forma limitada, repartir volantes 
o hacer tareas administrativas simples en negocios familiares.

59 «(…) la legislación nacional o la autoridad competente, previa consulta con las organizaciones de 
empleadores y de trabajadores interesadas, cuando tales organizaciones existan, podrán autorizar el 
empleo o el trabajo a partir de la edad de dieciséis años, siempre que queden plenamente garantiza-
das la salud, la seguridad y la moralidad de los adolescentes, y que estos hayan recibido instrucción o 
formación profesional adecuada y específica en la rama de actividad correspondiente». Art. 3.3 C138.
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En cambio, el C182 obliga a los Estados a prohibir y eliminar de forma inmediata 
las peores formas de trabajo infantil, que incluyen:

•	 Esclavitud, servidumbre por deudas, trabajo forzoso, trata de menores.

•	 Utilización de menores en prostitución o pornografía.

•	 Uso de menores en actividades ilícitas, especialmente el tráfico de drogas.

•	 Trabajo que, por su naturaleza o condiciones, sea probable que dañe la salud, 
la seguridad o la moralidad de los menores.

Los Estados deben adoptar medidas de acción inmediata para la prevención, 
rescate, rehabilitación y reintegración social de los menores afectados (arts. 6 y 
7). El convenio (art. 2), en consonancia con el art. 1 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño de 1989, define como niño a toda persona menor de 18 años, 
sin excepciones. Un Estado puede fijar la mayoría de edad antes de los 18 años 
para ciertos efectos (civiles, políticos), pero nunca puede usarla para justificar el 
trabajo infantil ni permitir peores formas de trabajo antes de esa edad.

A continuación, se presenta un cuadro de síntesis del contenido del derecho:

Aspecto / contenido Síntesis Referencia legal

Definición de «niño»

Toda persona menor de 18 años. C182, art. 2; 
Convención sobre 
los Derechos del 
Niño, art. 1.

Edad mínima 
general de admisión 
al empleo

No puede ser inferior a 15 años, o 14 en 
países con insuficiente desarrollo. Debe 
coincidir al menos con la edad de finalización 
de la escolaridad obligatoria.

C138, art. 2.3–2.4.

Trabajos ligeros
Se permiten a partir de los 13 años (o 12 en 
países en desarrollo), siempre que no afecten 
la salud, el desarrollo ni la escolarización.

C138, art. 7.1.

Trabajos peligrosos
Edad mínima: 18 años (excepcionalmente 
16, con garantías de salud, seguridad y 
formación adecuada).

C138, art. 3.1–3.3.

Prohibición absoluta 
de las peores formas 
de trabajo infantil

Los Estados deben adoptar medidas 
inmediatas para prohibir y eliminar: 
esclavitud, servidumbre, trata, explotación 
sexual, actividades ilícitas (ej. drogas), y 
cualquier trabajo nocivo para salud, seguridad 
o moralidad.

C182, art. 3 y 7.

Acciones estatales 
obligatorias

Identificar y prohibir las peores formas 
de trabajo infantil, sancionar a quienes 
las utilicen, y desarrollar programas de 
prevención, rescate, rehabilitación y 
reinserción.

C182, arts. 6–7.

Flexibilidad y 
gradualidad

El C138 permite una aplicación progresiva 
(según desarrollo económico), mientras que 
el C182 exige cumplimiento inmediato y sin 
excepciones.

C138, art. 1.1 y 2.4; 
C182, art. 1.

Valor jurídico 
internacional

Ambos forman parte de los ocho convenios 
fundamentales de la OIT; son exigibles como 
principios y derechos fundamentales en el 
trabajo (Declaración de 1998, reforzada 2022).

Declaración OIT 
1998 y 2022.
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5.2. Matrices de riesgo

Sin que esto sustituya el trabajo específico de la Administración para cada pro-
ceso de licitación y la genérica obligación de actualización de las matrices de 
riesgo, aportamos la siguiente tabla:

Sector / 
Producto

País / 
Región

Situación 
documentada

Riesgo según 
C138 (edad 

mínima)

Riesgo según 
C182 (peores 

formas)

Cacao Ghana60

Trabajo infantil 
en plantaciones 
(muchos de  menos 
de15 años; uso 
de machetes y 
pesticidas.

Alto: 
incumplimiento 
de edad mínima 
(trabajo ordinario 
desde los 10-12 
años).

Muy alto: trabajo 
peligroso (corte 
con machetes, 
químicos).

Caña de 
azúcar

Brasil,61 

República 
Dominicana62

Trabajo infantil 
en cosecha, 
largas jornadas y 
servidumbre por 
deudas.

Alto: empleo de 
menores de 14-15 
años en cosecha.

Muy alto: trabajo 
peligroso por 
exposición 
física extrema y 
endeudamiento.

Pesca 
marítima

Tailandia63 

Menores y 
adolescentes en 
barcos de pesca en 
alta mar.

Alto: menores de 
15 en labores de 
pesca.

Muy alto: trabajo 
peligroso (largas 
jornadas, trata, 
condiciones de 
esclavitud).

Hortalizas / 
agricultura 
informal

México64

Menores 
acompañan 
a padres en 
campos agrícolas; 
interrupción escolar.

Medio: trabajos 
ligeros no 
regulados antes 
de los 15 años.

Medio-alto: riesgo 
de exposición a 
pesticidas.

60 La Comisión observa además que, en el informe titulado Child Labour and the Youth decent work defi-
cit in Ghana, elaborado en el marco del Programa Comprender el Trabajo Infantil (UCW), de 2016, más 
de uno de cada cinco niños de 5 a 14 años de edad (casi 1,5 millones) están implicados en el trabajo 
infantil. La Comisión se ve obligada a expresar su profunda preocupación por el elevado número de 
niños menores de 15 años que trabajan, incluso en trabajos peligrosos, por debajo de la edad mínima 
de admisión al trabajo. (OIT-CEACR, 2019a: Ghana, obs., C138)

61 La Comisión alienta al Gobierno a seguir adoptando medidas para eliminar el trabajo infantil, en par-
ticular en el marco del PETI, y le pide que siga proporcionando información sobre los resultados obte-
nidos. A este respecto, la Comisión también pide al Gobierno que proporcione información sobre 
las medidas adoptadas o previstas para reducir el trabajo infantil entre los niños afrobrasileños. Por 
último, solicita al Gobierno que transmita información sobre las actividades del CONAETI, en particu-
lar en relación con el seguimiento y la evaluación de las políticas en materia de trabajo infantil. OIT-
(CEACR, 2022: Brasil, obs., C138)

62	 La Comisión pide al Gobierno que continúe proporcionando información sobre: i) las medidas adopta-
das para garantizar la eliminación progresiva del trabajo infantil, incluyendo en la economía informal, 
y ii) los resultados alcanzados a este respecto. También pide nuevamente al Gobierno que propor-
cione información sobre: i) el número y naturaleza de infracciones observadas por la inspección de 
trabajo, y las sanciones impuestas con relación al trabajo infantil, y ii) datos estadísticos actualizados 
sobre el alcance y las tendencias del trabajo infantil en el país. (Sol. directa CEACR, Adopción 2024, 
Publicación 113.ª, reunión CIT 2025)

63 La Comisión insta al Gobierno a que siga tomando medidas eficaces para identificar y combatir el tra-
bajo infantil, en particular en el marco del PTDP. Pide asimismo al Gobierno que prosiga sus esfuer-
zos para fortalecer la capacidad y ampliar el alcance de la inspección del trabajo en los sectores de la 
agricultura, el comercio y los servicios, así como en los buques de pesca marina y los establecimien-
tos de procesamiento de productos de la acuicultura, en los que prevalece el trabajo infantil, y que 
siga transmitiendo información al respecto. Además, la Comisión pide al Gobierno que continúe apor-
tando información sobre el número y la naturaleza de las infracciones detectadas por los inspectores 
del trabajo y los órganos encargados de la aplicación de la ley, y acerca de las sanciones impuestas 
en los casos de trabajo infantil. (OIT-CEACR, 2019b: Tailandia, obs., C138).
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6. Eliminación de la discriminación (C100 y C111)64

6.1. Contenido

El convenio OIT C100 protege el derecho de toda persona a percibir la misma re-
muneración por un trabajo de igual valor, sin discriminación basada en el sexo.

El principio central de esta protección es «igual remuneración por un trabajo de 
igual valor, sin distinción de sexo». La remuneración comprende tanto el salario 
en metálico como en especie, y todas las ventajas accesorias (art. 1). 

Debemos fijarnos en que no se exige igual remuneración por trabajos idénticos, 
sino por trabajos distintos de valor equivalente (art. 2). La guía técnica de la OIT 
Igualdad salarial: Guía introductoria 65 nos ofrece algunos ejemplos de trabajos 
distintos pero equivalentes en valor:

•	 Catering y limpieza (ocupaciones feminizadas) con jardinería o conducción 
(masculinizadas).

•	 Gestión de asuntos sociales y servicios comunitarios con ingeniería.

•	 Auxiliares de vuelo con mecánicos y pilotos.

Estos ejemplos aportados por la OIT no son incuestionables, sino que la equi-
valencia de valor debe obtenerse y justificarse mediante una evaluación obje-
tiva, de manera que deben compararse ocupaciones diferentes y valorar factores 
como calificaciones, habilidades, esfuerzo exigido por el trabajo, condiciones y 
responsabilidad. 

Por su parte, el C111 protege el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato 
en el empleo y la ocupación, sin discriminación por las causas expresamente pro-
hibidas. Esas causas las encontramos en el art. 1 del convenio, al definir «discri-
minación» del siguiente modo: 

«Cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, 
color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social, 
que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato 
en el empleo y la ocupación». 

64	 Con respecto al trabajo de niños, especialmente de hijos de trabajadores agrícolas migrantes, en la 
agricultura, la Comisión toma nota de que el Gobierno señala que, en diciembre de 2021, adoptó el 
PRONAPINNA 2021-2024, cuya estrategia principal es la ejecución de acciones y programas para la 
inclusión educativa de niñas, niños y adolescentes en riesgo de trabajo infantil, haciendo hincapié en 
las familias migrantes que realizan trabajos agrícolas y en las que realizan trabajos domésticos. Asi-
mismo, el Gobierno indica que la acción puntual 2.1.9 del PRONOPINNA 2021-2024 busca «coordi-
nar estrategias, acciones y programas para la inclusión educativa de niñas, niños y adolescentes en 
riesgo de trabajo infantil, con énfasis en familias jornaleras agrícolas migrantes y que realizan tra-
bajo doméstico remunerado». La Comisión pide al Gobierno que continúe proporcionando informa-
ción sobre las medidas adoptadas para garantizar la protección de los niños frente al trabajo infantil, 
velando por el cumplimiento de la edad mínima de admisión al empleo, en particular en lo que respecta 
a los niños migrantes que trabajan en la agricultura y a los niños que realizan trabajos domésticos. 
(OIT-CEACR, 2024b: México, sol. directa, C138).

65 OIT (2013).
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6.2. Matrices de riesgo

Sin que esto sustituya el trabajo específico de la Administración para cada pro-
ceso de licitación y la genérica obligación de actualizar las matrices de riesgo, 
aportamos la siguiente tabla:

Sector / 
producto

País / región
Riesgo/vulneración 

documentada 
(C100/C111)

Fuente

Caña de azúcar
República 
Dominicana66

Haitianos y 
dominicanos de 
ascendencia haitiana: 
salarios inferiores 
y trato desigual; 
evidencias de 
violaciones laborales.

US DOL, Supply Chain and 
Forced Labor Study in the 
Sugarcane Industry of the 
Dominican Republic (2024); 
CEACR/OIT comentarios 
históricos sobre trato a 
trabajadores azucareros 
haitianos.

Hortalizas / 
agricultura 
estacional

Guatemala67

Jornaleras indígenas: 
salarios inferiores por 
tarea equivalente, 
menor acceso 
a prestaciones, 
formación y ascenso. 
Discriminación étnica.

OIT, Decent Work in 
Agriculture (sección 
sobre discriminación en 
poblaciones indígenas y 
rurales).

7. Protección de la salud y seguridad en el trabajo (C155 
y C187)

7.1. Contenido

Ambos convenios tienen carácter de fundamentales. El Convenio OIT n.º 155 
(1981), sobre seguridad y salud de los trabajadores (SST)68 tiene por objeto esta-
blecer la obligación de los Estados de formular, aplicar y revisar una política na-
cional coherente de seguridad y salud en el trabajo (SST) y de prevenir accidentes 
y daños a la salud derivados de la actividad laboral. 

66 La Comisión pide al Gobierno que proporcione información sobre toda medida adoptada para redu-
cir y sensibilizar sobre la brecha salarial por motivo de género, velando para que estas abarquen no 
solo la discriminación salarial por un trabajo «igual», el «mismo» o «similar», sino también la discrimi-
nación salarial por un trabajo de «igual valor». Sírvase también informar sobre toda medida adoptada 
para promover la evaluación objetiva del empleo. La Comisión pide además al Gobierno que continúe 
proporcionando información detallada sobre los datos estadísticos del SIRLA, incluido respecto de las 
tasas de remuneración de hombres y mujeres según las categorías profesionales y niveles de ocupa-
ción, y sector de actividad económica (OIT-CEACR, 2024a: República Dominicana, sol. directa, C100).

67 La Comisión pide al Gobierno que informe sobre los avances en relación con la Política Nacional de 
Salarios, en lo que respecta al fortalecimiento de las medidas contra la discriminación, en particular 
en lo que respecta la igualdad de remuneración entre hombres y mujeres por un trabajo de igual valor. 
La Comisión pide una vez más al Gobierno que informe sobre toda medida adoptada para promover 
en el sector privados métodos formales de evaluación objetiva de los empleos exentos de prejuicios 
de género. (OIT-CEACR, 2021: Guatemala, sol. directa, C100).

68	 OIT (1981). Adopción: 22 de junio de 1981, en la 67.ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo 
(CIT / ILC). Entrada en vigor: 11 de agosto de 1983.
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Los aspectos clave del C155 son los siguientes:

•	 Art. 4: los Estados deben elaborar y aplicar una política nacional de SST.

•	 Art. 16: los empleadores tienen la obligación de garantizar, en la medida de lo 
razonable y factible, que el lugar de trabajo sea seguro.

•	 Art. 19: los trabajadores deben cooperar con el cumplimiento de las medidas 
de SST.

•	 Art. 20: los representantes de los trabajadores deben participar activamente 
en materia de SST.

El convenio técnico que profundiza sobre estos derechos es el C157. 

Por otro lado, el Convenio OIT n.º 187 (2006), 69 tiene por objeto consolidar un sis-
tema nacional de mejora continua en materia de seguridad y salud laboral, basado 
en un marco institucional, un sistema de gestión (planificar–hacer–verificar–ac-
tuar) y la participación tripartita (Estado, empleadores, trabajadores). 

Los aspectos clave del C187 son los siguientes:

•	 Art. 2: establece el compromiso de promover la mejora continua de la SST.

•	 Art. 3 y 4: cada Estado debe desarrollar, en consulta tripartita, una política y 
un programa nacionales de SST.

•	 Art. 5: obliga a fortalecer los sistemas nacionales de información y formación.

Nuevamente, el sujeto pasivo formal de ambos convenios es el Estado, quedando 
el empleador obligado a su cumplimiento por medio de normas nacionales o cláu-
sulas contractuales que trasladen la obligación (en el caso del C155) y mediante 
la implementación de sistemas de gestión de SST (por ejemplo, normas ISO) y la 
cooperación con las autoridades nacionales (en el caso del C187).

Estos convenios fueron elevados al rango de «fundamentales» en la CIT de ju-
nio de 2022, lo que significa que su cumplimiento se exige a todos los Estados 
miembros, incluso si no los han ratificado formalmente. La CEACR ha señalado 
que estos convenios constituyen la base normativa de la prevención de riesgos 
laborales y de la obligación empresarial de garantizar un entorno de trabajo se-
guro, conforme a los Principios Rectores de la ONU (pilar de «proteger, respetar 
y remediar»).

En relación con el objeto de esta guía, ambos convenios resultan especialmente 
relevantes porque los riesgos laborales en la agricultura, ganadería, pesca y pro-
cesado de alimentos son altos (exposición a plaguicidas, maquinaria, calor, jorna-
das extensas, trabajo informal). 

En el sur global, estos riesgos se agravan por la ausencia de inspecciones labo-
rales, informalidad y subcontratación. La inclusión de cláusulas OIT de seguridad 
y salud permite romper el vínculo entre contratación pública y cadenas de sumi-
nistro inseguras o insalubres.

69	 Convenio sobre el marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo, 2006 (Promotional Fra-
mework for Occupational Safety and Health Convention, 2006). Adopción: 15 de junio de 2006, en la 
95.ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT / ILC). Entrada en vigor: 20 de febrero de 
2009.
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7.2. Matrices de riesgo

Los sistemas de verificación exigibles, una vez más, se determinarán propor-
cionalmente al riesgo detectado en el contrato. Sin que excluya la necesidad de 
que cada administración disponga de tablas de riesgo actualizadas anualmente o 
para cada contrato de gran envergadura, aportamos la siguiente tabla de riesgos:

Sector / producto
Ejemplo 

documentado

Riesgos 
principales 

SST
Cláusula sugerida en pliego

Cacao  
(Côte d’Ivoire, 
Ghana)70

Uso de machetes 
y agroquímicos 
sin EPI en fincas

Cortes/graves 
lesiones; 
intoxicaciones; 
fatiga térmica

CEE: plan preventivo en origen 
+ EPI certificados; verificación 
documental

Café  
(Colombia, 
Vietnam, 
Etiopía)71

Jornadas 
extensas, calor, 
transporte 
inseguro del 
grano

Estrés térmico; 
TME; accidentes 
viales

Solvencia técnica: experiencia 
en SGSST + criterio: ISO 
45001/plan OSH en origen

8. La no deforestación

8.1. Concepto

En este apartado se abordan las implicaciones del Reglamento europeo 2023/1115 
sobre productos libres de deforestación. 72 Este reglamento es directamente apli-
cable (no requiere de transposición nacional) y está plenamente en vigor (su 
aplicación general comenzó el 30 de diciembre de 2024), por lo que todas las 
obligaciones ya son exigibles tanto para operadores como para comerciantes y 
autoridades competentes de los Estados miembros.

El objeto de este reglamento es garantizar que determinados productos básicos y 
derivados asociados a la deforestación y la degradación forestal que se comercia-
licen o exporten desde la Unión Europea no hayan contribuido a dichos procesos.

Se establecen normas relativas a la introducción y comercialización en el mer-
cado de la Unión, así como a la exportación desde la Unión, de los productos per-
tinentes, que se enumeran en el anexo I del Reglamento. ¿Qué son los productos 
pertinentes? De acuerdo con el art. 2.2, son aquellos enumerados en el anexo I 
del Reglamento (70 productos en total) y que contengan, hayan sido alimenta-
dos o hayan sido elaborados utilizando materias primas pertinentes. Las materias 
primas pertinentes son ganado bovino, cacao, café, palma aceitera, caucho, soja 
y madera.

70 La Organización Internacional del Trabajo (OIT) documenta el uso de machetes y pesticidas sin pro-
tección en el cultivo de cacao, así como riesgos habituales en materia de seguridad y salud laboral 
(OIT, 2004).

71 En el marco de la iniciativa Visión Cero, la OIT ha desarrollado el recurso Improving OSH in coffee 
supply chains, que identifica los principales riesgos y herramientas de seguridad y salud laboral en 
los distintos eslabones de la cadena de suministro (OIT, 2021).

72 Unión Europea (2023).



Bloque II: Hacer para poder cambiar

Manual jurídico para la compra pública alimentaria responsable:  
integración de los derechos humanos y la debida diligencia en la contratación pública 43

Para lograrlo, establece normas de diligencia debida y trazabilidad obligatorias 
que deben cumplir los operadores y comerciantes que introduzcan esos produc-
tos en el mercado de la Unión o los exporten fuera de ella. 

El Reglamento persigue tres objetivos centrales:

1.	 Evitar la deforestación y degradación forestal vinculadas al consumo de la 
Unión Europea.

2.	 Asegurar que los productos importados o exportados por la UE sean «libres 
de deforestación» y producidos conforme a la legislación del país de origen.73

3.	 Promover la transparencia y la responsabilidad empresarial, mediante me-
canismos de diligencia debida, trazabilidad geográfica y controles públicos.

Sus fines son los siguientes:

•	 Reducir al mínimo la contribución de la Unión a la deforestación y la degra-
dación forestal en todo el mundo y así contribuir a reducir la deforestación 
mundial.

•	 Reducir la contribución de la Unión a las emisiones de gases de efecto inver-
nadero y a la pérdida de biodiversidad mundial.

Hay excepciones en las cuales las obligaciones de este Reglamento no se aplicarán 
aun cuando se comercialice interna o externamente con productos pertinentes:

a)	 Que hayan sido producidos antes de la fecha de entrada en vigor del Regla-
mento (30/12/2024), art. 38.1 del Reglamento, a excepción de la madera y los 
productos de la madera, tal como se definen en el artículo 2, letra a), del Regla-
mento (UE) n.º 995/2010, producidos antes del 29 de junio de 2023, e intro-
ducidos en el mercado a partir del 31 de diciembre de 2027, deberán cumplir lo 
dispuesto en el artículo 3 del presente Reglamento», art. 37.3 del Reglamento.

b)	 Mercancías producidas en su totalidad a partir de material que haya agotado 
su ciclo de vida y que, de otro modo, se eliminaría como residuo según la defi-
nición del art. 3.1 de la Directiva 2008/98/CE.74

8.2. Sujetos, condiciones y obligaciones

El Reglamento impone obligaciones directas a los operadores y comerciantes, es 
decir, a las personas físicas o jurídicas que actúan en el mercado. El art. 2 del 
mismo reglamento define ambas categorías:

a)	 Es operador «toda persona física o jurídica que, en el transcurso de una acti-
vidad comercial, introduce los productos pertinentes en el mercado o los ex-
porta» desde la UE. (art. 2.15).

b)	 Es comerciante «toda persona de la cadena de suministro distinta del opera-
dor que, en el transcurso de una actividad comercial, comercializa los produc-
tos pertinentes», ya introducidos previamente en el mercado (art. 2.17).

73 La exigencia de producción conforme a la legislación del país de origen se encuentra en el art. 3, letra b.

74 Residuo: cualquier sustancia u objeto del cual su poseedor se desprenda o tenga la intención o la obli-
gación de desprenderse. (Unión Europea, 2008).
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La importación, comercialización y exportación de productos pertinentes deben 
cumplir las siguientes condiciones:

Los productos pertinentes y las materias primas 
pertinentes no podrán colocarse, ponerse a 
disposición ni exportarse desde el mercado de la 
Unión, salvo que cumplan todas las condiciones 
que se establecen a continuación.

Art. 3, párrafo 1

Deben estar libres de deforestación, en el sentido 
del artículo 2, apartados 3 y 4, es decir, que no 
procedan de tierras deforestadas o degradadas 
después del 31 de diciembre de 2020.

Art. 3(a) + Art. 2(3)-(4)

Deben haber sido producidos de conformidad con 
la legislación pertinente del país de producción, 
que incluye las normas nacionales relativas a 
derechos de uso de la tierra, medio ambiente, 
trabajo, derechos humanos y fiscalidad.

Art. 3(b) + Art. 2(40)

Deben estar respaldados por una declaración de 
diligencia debida, mediante la cual el operador 
asume la responsabilidad de que el producto 
cumple los requisitos del presente Reglamento.

Art. 3(c) + Art. 4(1)-(2)

La declaración de diligencia debida deberá incluir 
la información geográfica precisa del terreno 
de producción, trazabilidad completa de la 
cadena de suministro, y evaluación del riesgo de 
incumplimiento.

Art. 9(1)(a)-(c) + Art. 4(2)

En caso de detectar un riesgo no despreciable 
de incumplimiento, el operador deberá adoptar 
medidas de mitigación (por ejemplo, verificación 
adicional, certificación independiente, auditoría o 
incluso la no comercialización).

Art. 10(2)-(3)

Los operadores deberán conservar la 
documentación y las declaraciones de diligencia 
debida durante cinco años, y facilitarlas a las 
autoridades competentes cuando sean requeridas.

Art. 11(1)-(2)

Cuando un operador reciba nueva información o 
pruebas que pongan en duda el cumplimiento de 
estas condiciones, deberá notificar sin demora a 
las autoridades competentes y a los comerciantes 
a los que haya suministrado el producto.

Art. 8(6)

Los comerciantes que se basen en una declaración 
de diligencia debida previa seguirán siendo 
responsables del cumplimiento de las obligaciones, 
incluso si los riesgos fueron detectables antes de 
la comercialización.

Art. 8(7)
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Estas condiciones se traducen en las siguientes obligaciones prácticas derivadas 
del Reglamento (UE) 2023/1115. Se exponen diferenciando a los operadores de los 
comerciantes.

Obligaciones para 
los proveedores

Contenido práctico
Fundamento 

jurídico

Diligencia debida 
previa

Evaluar que los productos (ej. café, 
cacao, soja, aceite de palma) no 
proceden de tierras deforestadas y 
que fueron producidos conforme a la 
legislación del país de origen.

Arts. 4 y 8

Trazabilidad 
geográfica

Recabar y conservar la coordenada 
geográfica del terreno de producción y la 
cadena completa de suministro.

Art. 9(1)(a)-(b)

Evaluación del riesgo
Analizar el riesgo de incumplimiento 
mediante fuentes fiables, auditorías, 
certificaciones o información de terceros.

Art. 10(1)-(3)

Medidas de mitigación

Si existe riesgo no despreciable, aplicar 
medidas adicionales (verificación 
independiente, cambio de proveedor o 
exclusión del producto).

Art. 10(2)-(3)

Declaración de 
diligencia debida

Presentar una declaración formal 
antes de comercializar, garantizando el 
cumplimiento de los requisitos del art. 3.

Art. 4(2)

Conservación y 
comunicación de 
información

Mantener registros durante 5 años y 
ponerlos a disposición de las autoridades 
competentes.

Art. 11(1)-(2)

Reacción ante nueva 
información

Notificar de inmediato a las autoridades 
si se detecta riesgo o incumplimiento 
posterior.

Art. 8(6)

Obligaciones para 
los comerciantes

Contenido práctico
Fundamento 

jurídico

Verificación 
documental

Garantizar que los productos que 
comercializan están respaldados por una 
declaración de diligencia debida válida.

Art. 8(2)

Conservación de 
datos

Mantener registro de los proveedores y 
compradores durante 5 años.

Art. 11(2)

Responsabilidad 
continuada

Si el comerciante se apoya en una 
declaración previa, sigue siendo 
responsable si el producto incumple los 
requisitos.

Art. 8(7)

Cooperación con 
autoridades

Facilitar información y documentación en 
controles oficiales.

Arts. 20 y 21
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En el contexto de la contratación pública, estas obligaciones pueden y deben 
trasladarse a cláusulas del pliego, lo que exige al licitador:

a)	 Presentar evidencias de cumplimiento del Reglamento 2023/1115.
b)	 Excluir a quienes no acrediten la trazabilidad.
c)	 Valorar positivamente a quienes demuestren certificaciones equivalentes 

(ej.: Rainforest Alliance, Fairtrade) como parte de la diligencia debida.

El Reglamento (UE) 2023/1115 distingue entre grandes empresas y pymes,75 aun-
que las obligaciones materiales son las mismas, varía la forma de cumplimiento 
y la carga administrativa. Es decir, todos los operadores y comerciantes (grandes 
o pequeños) deben cumplir las tres condiciones del artículo 3: productos libres de 
deforestación, conformidad con la legislación del país de origen y declaración de 
diligencia debida. Sin embargo, el Reglamento modula el modo de cumplirlas se-
gún el tamaño empresarial (art. 2.39, art. 9.4, art. 30.3).

Las grandes empresas deben elaborar, presentar y mantener su propia declara-
ción de diligencia debida completa (art. 4-10), están plenamente sujetas a con-
troles y sanciones, y no pueden ampararse en la diligencia de un proveedor ante-
rior: cada operador responde individualmente.

En cambio, las pequeñas y medianas empresas (pymes), si actúan como comer-
ciantes, pueden remitirse a la declaración de diligencia debida presentada por su 
proveedor (art. 8.5) y, si actúan como operadores, deben cumplir las obligaciones, 
pero pueden hacerlo de forma simplificada: 

•	 Tienen menos requisitos técnicos de transmisión electrónica.

•	 Pueden utilizar plataformas o asociaciones sectoriales para cumplir en común 
la diligencia (art. 30.3).

•	 La comisión y los estados deben prestarles asistencia técnica y orientación 
(art. 31).

Aplicado al sector de restauración colectiva, esto implica que una gran empresa 
concesionaria debe disponer de su propio sistema interno de diligencia debida y 
trazabilidad, pero una pyme local adjudicataria puede apoyarse en las declaracio-
nes de sus proveedores o importadores (por ejemplo, distribuidores mayoristas 
de cacao o café), siempre que las conserve y las ponga a disposición en caso de 
control.

8.3. El riesgo y las medidas de mitigación

El concepto de riesgo es uno de los ejes centrales del Reglamento (UE) 2023/1115, 
porque determina cuánta diligencia debe aplicar una empresa antes de comercia-
lizar un producto. El Reglamento no prohíbe importar de ningún país, pero obliga a 
ajustar el nivel de diligencia al nivel de riesgo ambiental y legal de origen.

Cuanto mayor sea el riesgo de deforestación o ilegalidad, más exigente debe ser 
la verificación del operador o licitador.

75 A efectos del Reglamento (UE) 2023/1115, la definición de pyme es la prevista en la Recomendación 
2003/361/CE de la Comisión, según la cual una pyme es toda empresa con menos de 250 trabajado-
res y con un volumen de negocios anual no superior a 50 millones de euros o un balance general anual 
no superior a 43 millones de euros.
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El riesgo se define (arts. 2 y 10) como la probabilidad de que los productos perti-
nentes no cumplan las condiciones del artículo 3; es decir, que no sean libres de 
deforestación, que no hayan sido producidos conforme a la legislación del país de 
origen.76 En otras palabras, el riesgo es una probabilidad de incumplimiento am-
biental o legal en la cadena de suministro.

Dado que es una probabilidad, el riesgo debe ser evaluado (art. 10.1). Antes de co-
locar el producto en el mercado, el operador debe efectuar una evaluación docu-
mentada teniendo en cuenta:

•	 Origen geográfico del producto (país, región, coordenadas).

•	 Clasificación del país o zona según el sistema de riesgo derivado de la clasi-
ficación efectuada por la Comisión Europea (bajo, estándar o alto) (art. 29), 
cuya relación exhaustiva de países se recoge en el Reglamento de Ejecución 
(UE) 2025/1093, de 22 de mayo de 2025.77

•	 Características del producto (p. ej. cacao, café, soja, carne de vacuno, palma, 
madera, caucho).

•	 Prácticas del proveedor (historial, certificaciones, reputación, cumplimiento 
previo).

•	 Disponibilidad de información pública o verificaciones independientes.

Estas no son las únicas variables que usará el operador, ya que el listado de crite-
rios es más amplio y está establecido en el art. 10.2. En función del resultado de 
la evaluación, se procede a la gestión del riesgo (art. 10.2 y .3) clasificándose en 
riesgo despreciable o nulo (art. 2.26) o riesgo no despreciable.

Se entiende que hay riesgo despreciable o nulo cuando, sobre la base de una 
evaluación completa tanto de la información específica del producto como de la 
información general y, en caso necesario, de la aplicación de las medidas de re-
ducción del riesgo adecuadas, las materias primas pertinentes y productos per-
tinentes no suscitan preocupación por no cumplir con las prohibiciones del art. 3 
letras a) o b). En tal caso, el proveedor puede comercializar o exportar el producto.

En caso contrario, se entiende que hay riesgo no despreciable y entonces el pro-
veedor debe aplicar medidas de mitigación, como auditorías, certificaciones, veri-
ficación por terceros, cambio de proveedor o abstenerse de comercializar.

Véase que la responsabilidad de identificar, analizar y documentar los riesgos re-
cae directamente en el operador, no en las autoridades ni en los comerciantes. 
Esto es así porque es el primer eslabón de introducción del producto en la UE y 
es por sus obligaciones que se genera un procedimiento de control de los pro-
ductos. El Reglamento crea un Sistema de Información sobre Diligencia Debida 
(DDSIS) que conecta a los operadores, las autoridades competentes y las aduanas. 

76	 El artículo 2 del Reglamento (UE) 2023/1115 define la «legislación pertinente del país de produc-
ción» como las leyes aplicables en el país relativas al estatuto jurídico de la zona de producción, en 
particular en materia de: a) derechos de uso del suelo; b) protección del medio ambiente; c) norma-
tiva relacionada con los bosques, incluida la gestión forestal y la conservación de la biodiversidad, 
cuando esté directamente relacionada con el aprovechamiento de la madera; d) derechos de terce-
ros; e) derechos laborales; f) derechos humanos protegidos en virtud del Derecho internacional; g) el 
principio de consentimiento libre, previo e informado, según lo contemplado en la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas; h) la normativa fiscal, la de lucha con-
tra la corrupción, la comercial y la aduanera.

77 Unión Europea (2025).
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Este sistema permite verificar las declaraciones de diligencia debida» en fron-
tera (art. 33), de manera que las autoridades aduaneras deben comprobar que 
existe una declaración de diligencia debida válida antes de autorizar la importa-
ción o exportación (art. 24). En fase aduanera, la importación solo se autoriza si 
el operador ha presentado la declaración de diligencia debida; la aduana no juzga 
el riesgo ni las medidas adoptadas, pero sí controla que la información esté regis-
trada y sea válida.

9. La diligencia debida
La diligencia debida (due diligence) es un principio jurídico que implica la obliga-
ción de identificar, prevenir, mitigar y rendir cuentas por los efectos negativos 
(reales o potenciales) que una actividad pueda causar sobre los derechos huma-
nos, el medio ambiente o la gobernanza.

Es un concepto central en el derecho internacional de los derechos humanos, en 
el derecho ambiental y en las normas de responsabilidad empresarial.

Los Principios Rectores de la ONU sobre Empresas y derechos humanos 
(2011)78 introducen la diligencia debida como una obligación de medios (no 
de resultado), según la cual las empresas deben: 

•	 Evaluar impactos reales y potenciales.

•	 Integrar hallazgos en sus procesos internos.79 

•	 Tomar medidas para prevenir, mitigar o remediar daños.

•	 Comunicar públicamente sus acciones.

En el ámbito de derecho positivo europeo, contamos con la Directiva (UE) 
2024/176080 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, sobre 
diligencia debida en materia de sostenibilidad (CSDDD), que entró en vigor el 25 de 
julio de 2024. Su transposición deberá completarse antes del 26 de julio de 2027, 
con aplicación progresiva según el tamaño de la empresa (2027 para empresas de 
más de 5.000 trabajadores, 2028 para más de 3.000 y 2029 para más de 1.000).

Aunque sus obligaciones todavía no son exigibles, las Administraciones públicas, 
en virtud de los arts. 1.3, 145 y 202 de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector 
Público, pueden incorporar cláusulas que anticipen su cumplimiento, garanti-
zando coherencia con el derecho europeo en formación y previniendo riesgos 
futuros.

Incluir cláusulas anticipatorias refuerza la posición de las Administraciones públi-
cas como actores responsables en el comercio global. 

78 ONU (2011).

79 Tras identificar riesgos o impactos, estos «hallazgos» deben influir en la gestión diaria de la empresa y 
traducirse en cambios concretos en la forma en que la empresa opera y toma decisiones. En la práctica, 
esto implica: (1) ajustar políticas internas (ej.: códigos de conducta que incluyan respeto a la libertad sin-
dical), (2) modificar procedimientos operativos (ej.: criterios de selección de proveedores que excluyan 
a quienes emplean trabajo infantil), (3) asignar responsabilidades en la cadena jerárquica para aplicar y 
supervisar esas medidas, (4) incorporar controles de seguimiento (ej.: auditorías, mecanismos de queja, 
indicadores de cumplimiento); y (5) conectar los hallazgos con la toma de decisiones comerciales, evi-
tando que las prácticas empresariales contradigan el compromiso de respeto de los derechos humanos.

80  Unión Europea (2024). 
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La diligencia debida se define en la CSDDD (art. 3g) como el «conjunto de obliga-
ciones que tiene una empresa para identificar, prevenir, mitigar y poner fin a los 
impactos adversos reales o potenciales en derechos humanos y medio ambiente 
en sus propias actividades, las de sus filiales y en sus cadenas de valor». 

Las obligaciones clave se encuentran en los artículos 5 a 12 y son las siguientes:

•	 Artículo 5: Integrar la diligencia debida en las políticas empresariales.

•	 Artículo 6: Identificar impactos adversos en toda la cadena de valor.

•	 Artículo 7: Prevenir o mitigar impactos potenciales.

•	 Artículo 8: Detener y remediar impactos reales.

•	 Artículo 9: Establecer un sistema de reclamación accesible.

•	 Artículos 10 y 11: Supervisión del cumplimiento y comunicación pública.

•	 Artículo 12: Colaborar con las partes interesadas, incluidas asociaciones locales.

La CSDDD será obligatoria solo para grandes empresas a partir de 2027-2029. 81 

No obstante, en virtud del argumento jurídico aportado anteriormente, la 
Administración puede anticiparla y exigir a todas las licitadoras un estándar de 
diligencia debida, ajustado a su tamaño, como condición ética y social vinculada 
al objeto del contrato. 

A efectos de proporcionalidad, es conveniente prever una doble cláusula anticipa-
toria, distinguiendo entre grandes empresas y pymes, de manera que a las grandes 
empresas se les pueda llegar a exigir la aplicación plena de procesos de diligencia 
debida alineados con la CSDDD y a las pymes únicamente una diligencia debida 
«ajustada a su tamaño y capacidad», remitiéndose a los Principios Rectores de la 
ONU (2011) y a las Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales.

En conclusión, en el plano jurídico, la diligencia debida ha pasado de ser una 
buena práctica empresarial para constituirse en una obligación jurídica emer-
gente, especialmente en la Unión Europea. La CSDDD la transforma en una obli-
gación legal vinculante, imponiendo responsabilidades directas a las empresas 
por los impactos negativos en derechos humanos y medio ambiente a lo largo de 
sus cadenas de suministro globales. 

Las Administraciones públicas españolas pueden justificar jurídicamente la exigen-
cia de diligencia debida en los pliegos de contratación, aunque la CSDDD no esté 
implementada, incluso a empresas que no se verán obligadas por dicha norma.

Aunque puedan hacerlo, no es obligatorio hoy que una Administración pública 
española incluya cláusulas de diligencia debida en sus pliegos. La Ley 9/2017 de 
Contratos del Sector Público (arts. 1.3, 145 y 202) habilita y fomenta su uso, pero 
no lo impone. La Directiva (UE) 2024/1760 (CSDDD) todavía no está transpuesta 
ni plenamente aplicable. Por tanto, su inclusión es hoy una facultad discrecional, 
jurídicamente válida si es clara, objetiva y proporcional. En el futuro, tras la trans-
posición de la CSDDD, algunas obligaciones sí podrán volverse exigibles.

81 Desde 2027 se aplicará a empresas con más de 5.000 trabajadores y una facturación superior a 1.500 
millones de euros; desde 2028, a empresas con más de 3.000 trabajadores y una facturación superior 
a 900 millones de euros; y desde 2029, a empresas con más de 1.000 trabajadores y una facturación 
superior a 450 millones de euros. También afecta a empresas extracomunitarias que operen en la UE.
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Nota justificativa sobre la inclusión de cláusulas de diligencia debida en sostenibilidad

Marco jurídico aplicable

La Directiva (UE) 2024/1760, sobre diligencia debida de las empresas en materia de soste-
nibilidad, entró en vigor el 25 de julio de 2024, con obligación de transposición antes del 
26 de julio de 2027. Dicha Directiva establece que las empresas deben identificar, prevenir, 
mitigar y rendir cuentas por impactos adversos sobre los derechos humanos y el medio am-
biente a lo largo de sus cadenas de valor.

Por su parte, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), en 
sus artículos 1.3, 145 y 202, habilita a los órganos de contratación para incorporar condicio-
nes sociales y medioambientales en los pliegos, siempre que estén vinculadas al objeto del 
contrato, sean claras y proporcionadas.

Principios europeos de contratación pública. De conformidad con el artículo 18.2 de la 
Directiva 2014/24/UE, los poderes adjudicadores deben poder incorporar consideraciones 
sociales y medioambientales en los procedimientos de contratación, siempre que se respe-
ten los principios de transparencia, igualdad y vinculación con el objeto del contrato.

La Resolución del Parlamento Europeo de 10 de marzo de 2021 sobre la diligencia debida 
y responsabilidad empresarial (2020/2129(INL)), pese a no generar, por su naturaleza ju-
rídica, obligaciones directas para las empresas ni para las Administraciones públicas, 
fue la base política y técnica sobre la que la Comisión preparó la posterior Directiva (UE) 
2024/1760 (CSDDD), y refleja el consenso parlamentario, anterior a la Directiva, sobre la 
necesidad de imponer obligaciones de diligencia debida. Es decir, en 2021 el Parlamento 
veía la diligencia debida como esencial en cadenas de suministro globales.

Finalmente, la Estrategia «De la Granja a la Mesa», aunque tampoco impone directamente 
una obligación de diligencia debida, llama a reforzar los mecanismos de responsabilidad 
empresarial y de trazabilidad en las cadenas de suministro agroalimentarias. Establece que 
la contratación pública verde y sostenible debe contribuir a exigir mayor diligencia en la ca-
dena alimentaria.

Justificación de la medida

La contratación pública de restauración colectiva implica cadenas de suministro alimenta-
rias internacionales, en las que se han documentado reiteradamente vulneraciones de de-
rechos fundamentales (trabajo infantil, represión sindical, deforestación).

La incorporación de cláusulas de diligencia debida en sostenibilidad en los pliegos de 
contratación:

•	 Garantiza la coherencia normativa con el marco europeo en formación.

•	 Refuerza la seguridad jurídica, al alinear los contratos públicos con estándares​ inter-
nacionales y anticipar obligaciones futuras.

•	 Previene riesgos reputacionales y legales derivados de adquisiciones que alimenten  
vulneraciones de derechos humanos o impactos ambientales negativos.

Proporcionalidad de la exigencia

La cláusula se formula con carácter proporcionado, limitándose a exigir que la empresa 
adjudicataria: 

•	 Aplique procedimientos de diligencia debida en su esfera de responsabilidad y en su 
cadena de suministro.  

•	 Acredite dichas medidas mediante declaración responsable y, en su caso, auditorías o 
certificaciones independientes.

No se imponen obligaciones de imposible cumplimiento (como garantizar la actuación de 
Estados terceros), sino exigencias razonables y verificables al operador económico.

A continuación, se aporta un argumento para que el órgano administrativo justi-
fique la inclusión de una cláusula anticipatoria sobre diligencia debida:
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El papel de las Administraciones públicas debe ser ejemplarizante para la socie-
dad; las cláusulas de un pliego administrativo y técnico no deben escatimar en 
transcribir todo aquello que se quiere y debe garantizar y proteger (los derechos 
humanos): alimentar al alumnado de una escuela de gestión pública en nuestro 
territorio, pero también protegiendo a la población infantil del país productor. 

Las mismas normas interpelan a una responsabilidad ética que actúa como pa-
lanca de cambio de dinámicas injustas. No se trata únicamente de escribir cláusu-
las para obligar a las empresas a su cumplimiento, sino que también los órganos 
de contratación deben servirse de medios para cerciorarse de la no vulneración 
de los derechos humanos y, para el caso, de que detecten alguna vulneración, de-
ben colaborar activamente para revertir la situación injusta y, participar en la repa-
ración del daño de las víctimas. 

Una vez analizados algunos convenios internacionales de protección y defensa 
de los derechos humanos en materia del trabajo y la posibilidad de incluir me-
canismos de diligencia debida en toda la cadena de suministro en los pliegos de 
contratación, se hace necesario aportar a través del Bloque III algunos ejemplos 
de cláusulas administrativas y técnicas que los órganos de contratación pueden 
incluir en sus licitaciones públicas. Se trata de ejemplos que cada órgano deberá 
adaptar a sus necesidades.



BLOQUE III
EJEMPLOS DE CLAUSULADO



Bloque III: Ejemplos de clausulado

1. Cláusulas generales

2. Libertad sindical y negociación colectiva C87 y C99
Distintas cláusulas que podrían operar en todo el proceso de licitación, 
adjudicación y ejecución
Verificación

3. Eliminación del trabajo forzoso C29 y C105
Cláusula sobre prohibición de trabajo forzoso. Verificación
Cláusulas en función del riesgo

4. Eliminación de la discriminación C100 y C111
Cláusula sobre eliminación de la discriminación. Verificación

5. Protección de la salud y la seguridad en el trabajo (C155 y C157)
Cláusulas tipo
Ejemplos de aplicación práctica por producto o sector
Verificación

6. Otras cláusulas que podrían incluirse
Cláusula de participación local en la verificación de cumplimiento
Cláusula de colaboración con redes de vigilancia comunitaria
Cláusula de cocertificación social con auditoría participativa
Cláusula de retroalimentación y mejora continua

7. Sistema de puntuación en las licitaciones y promoción de losderechos 
humanos en el sur global

8. Cláusulas de promoción de la contratación de pequeñas empresas del Sur 
como proveedoras de las licitadoras en la contratación pública alimentaria

9. El problema de la verificación del cumplimiento de las cláusulas 
específicas a la protección de los derechos humanos

Estrategias de verificación que podrían traducirse en cláusulas 
administrativas.

10. La no deforestación
Ejemplos de cláusulas

11. Diligencia debida
Cláusula tipo de diligencia debida en sostenibilidad (grandes empresas) 
Condición especial de ejecución
Cláusula de diligencia debida en sostenibilidad (pymes)

12. Ejemplos de buenas prácticas
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1. Cláusulas generales
Estas cláusulas deben incluirse en los pliegos de especificaciones técnicas. Su no 
inclusión no significa que las empresas puedan incumplir las normas de la OIT, 
pero, del mismo modo que se hacen constar las obligaciones derivadas de la Ley 
de Contratos del Sector Público o de la normativa sobre seguridad alimentaria, 
no hay excusa para no incluir la normativa internacional de protección de los de-
rechos humanos.

Contenido de la cláusula Ubicación recomendada Justificación

1. Obligación de respetar el 
derecho en concreto.

Condiciones especiales de 
ejecución (CEE)

Se exige durante la 
ejecución y permite 
control periódico o 
sanción.

2. Declaración de compromiso 
de la empresa con los Convenios 
Fundamentales de la OIT y demás 
normas de obligado cumplimiento.

Prescripciones técnicas 
(PPT)

Requisito mínimo para 
acceder a la licitación 
(umbral de entrada).

3. Presentación de políticas 
internas sobre respeto a 
los derechos humanos y 
socioambientales.

Criterios de adjudicación

Puede puntuar la 
calidad o profundidad 
de la política 
presentada.

4. Entrega de auditoría externa 
o certificación que verifique el 
respeto o no vulneración del 
derecho.

Criterios de adjudicación

Refleja un valor 
añadido en 
responsabilidad social 
empresarial.

5. Presentación de informe anual 
sobre prácticas de ejecución 
y protección del derecho (por 
ejemplo, prácticas sindicales) en la 
cadena de suministro

Condiciones especiales de 
ejecución (CEE)

Control de 
cumplimiento durante 
la vigencia del 
contrato.

6. Exclusión de empresas 
sancionadas por vulneración de 
los derechos.

O cuando el poder adjudicador 
pueda demostrar por cualquier 
medio apropiado que se han 
incumplido obligaciones aplicables 
en virtud del artículo 18,  
apartado 2.82

Exclusión en la 
participación del 
procedimiento de 
contratación

Impide la participación 
de actores con 
antecedentes 
incompatibles.

82	 El artículo 57.4.a), en relación con el artículo 18.2 de la Directiva 2014/24/UE, establece obligaciones 
relativas al cumplimiento de la normativa social y laboral (Unión Europea, 2014).
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→→

2. Libertad sindical y negociación colectiva (C87 y C98)

2.1. Distintas cláusulas que podrían operar en todo el proceso de licita-
ción, adjudicación y ejecución

Contenido de la cláusula
Ubicación 

recomendada
Justificación

1. Obligación de respetar la libertad 
sindical y no interferir en el derecho 
de sindicación de los trabajadores

Condiciones especiales 
de ejecución (CEE)

Se exige durante la 
ejecución y permite 
control periódico o 
sanción.

2. Declaración de compromiso 
de la empresa con los Convenios 
Fundamentales de la OIT 87 y 95

Prescripciones técnicas 
(PPT)

Requisito mínimo para 
acceder a la licitación 
(umbral de entrada).

3. Presentación de políticas internas 
sobre libertad sindical y relaciones 
laborales

Criterios de 
adjudicación

Puede puntuar la 
calidad o profundidad 
de la política 
presentada.

4. Entrega de auditoría externa 
o certificación que verifique la 
existencia de libertad sindical

Criterios de 
adjudicación

Refleja un valor añadido 
en responsabilidad 
social empresarial.

5. Presentación de informe anual 
sobre prácticas sindicales en la 
cadena de suministro

Condiciones especiales 
de ejecución (CEE)

Control de 
cumplimiento durante 
la vigencia del contrato.

6. Garantía de acceso de sindicatos u 
organizaciones laborales a los centros 
de producción del proveedor

Condiciones especiales 
de ejecución (CEE)

Medida concreta de 
cumplimiento del 
derecho sindical en 
toda la cadena.

7. Exclusión de empresas sancionadas 
por prácticas antisindicales 

O cuando el poder adjudicador pueda 
demostrar por cualquier medio 
apropiado que se han vulnerado 
los derechos contenidos en los 
Convenios Fundamentales de la OIT 
87 y 95

Exclusión en la 
participación del 
procedimiento de 
contratación

Impide la participación 
de actores con 
antecedentes 
incompatibles.

Redacción de cláusula tipo (condición especial de ejecución)

La empresa adjudicataria garantizará, en todo el proceso de produc-
ción, transporte y comercialización de los productos alimentarios su-
ministrados en ejecución del contrato, el respeto efectivo del derecho 
de sindicación y de libertad sindical de las personas trabajadoras, con-
forme a los Convenio 87 y 98 de la OIT, incluyendo las etapas situadas 
dentro y fuera del territorio nacional.
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2.2. Verificación

a)	 Documentación obligatoria de verificación previa y solvencia técnica. 
Incluir como requisito en la licitación o como obligación contractual que la em-
presa aporte:

	– Informes de debida diligencia en derechos humanos sobre su cadena de 
suministro según los 31 Principios Rectores de la ONU.83

	– Información sobre la existencia de sindicatos activos o comités de trabaja-
dores en los centros de producción (propios o subcontratados).

	– Certificaciones o auditorías sociales que incluyan criterios sindicales.

b)	 Declaración responsable y contractual: obligación incorporada en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas. 

	– Exigir una declaración jurada en la que la empresa garantice el respeto de los 
derechos de sindicación en toda su cadena de suministro.

c)	 Cláusula de auditoría y acceso a la información: medidas de comprobación du-
rante la ejecución del contrato. 
Incluir el derecho de la Administración contratante a:

	– Requerir informes periódicos.
	– Realizar o encargar auditorías sociales externas.
	– Acceder a información sobre proveedores, subcontratistas y centros de 

producción relevantes. (A efectos de mantener un equilibrio entre priva-
cidad y transparencia, debe tenerse en cuenta que tanto el Reglamento 
(UE) 2019/1020 como la Directiva sobre diligencia debida y sostenibilidad 
(CSDDD) amparan el acceso a esta información cuando resulta necesaria 
para comprobar el cumplimiento de las normas internacionales y no afecta 
a secretos comerciales. El interés legítimo en conocer la trazabilidad y las 
condiciones laborales de los productos adquiridos mediante fondos públicos 
es incuestionable).

d)	 Mecanismos de queja o alerta temprana: obligación incorporada en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas. 
Establecer la obligación de la empresa de disponer de:

	– Un canal de denuncias anónimo y accesible para personas trabajadoras.
	– Un procedimiento de respuesta ante quejas relacionadas con represión 

sindical.

e)	 Cooperación con organizaciones independientes: obligación incorporada en el 
Pliego de Prescripciones Técnicas.

	– Permitir o promover el monitoreo por parte de sindicatos locales, ONG espe-
cializadas en derechos laborales del sur global, organizaciones regionales y 
locales y organismos internacionales.

f)	 Consecuencias del incumplimiento: cláusulas sancionadoras. 
En caso de detectar violaciones al derecho de sindicación, el contrato puede 
prever: 

	– Penalizaciones económicas.
	– Resolución anticipada del contrato por incumplimiento de condiciones 

esenciales.
	– Exclusión de futuras licitaciones.

83 ONU (2011).
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Ejemplo de cláusula tipo sobre verificación

«La empresa adjudicataria deberá aportar, antes de la formalización del con-
trato y de forma anual [fijar periodicidad deseada], evidencia documental su-
ficiente sobre el respeto del derecho de sindicación en todos los eslabones de 
la cadena de suministro alimentaria.84 

Se considera evidencia documental suficiente la aportación de al menos dos 
[el número puede variar] de estos documentos:

[Aquí, precisar los documentos exigidos, por ejemplo]:

Informe de debida diligencia sobre derechos laborales conforme a los 
Principios Rectores de la ONU.

Certificación social independiente que incluya verificación de derechos 
sindicales.

Declaración jurada y compromiso ético en materia sindical, así como meca-
nismos de reclamación accesibles para los trabajadores.

La Administración podrá, en cualquier momento, requerir auditorías externas, 
realizar visitas o consultar a terceros independientes. 

El incumplimiento de esta obligación se considerará causa de resolución del 
contrato. 85

3. Eliminación del trabajo forzoso (C29 y C105)
3.1. Cláusula sobre prohibición de trabajo forzoso. Condición especial de 
ejecución

Los contratos públicos pueden incorporar cláusulas específicas destinadas a ga-
rantizar su prevención y erradicación en toda la cadena de suministro.

La empresa adjudicataria y sus subcontratistas deberán garantizar que en 
ninguna fase de la cadena de suministro vinculada al contrato se recurre 
a trabajo forzoso u obligatorio, conforme a la definición establecida en los 
Convenios de la OIT n.º 29 y 105, ratificados por España.

A tal efecto, la empresa licitadora presentará:

•	 Una declaración responsable de cumplimiento.

•	 En caso de operar en sectores o países identificados como de riesgo en 
esta convocatoria, un informe de diligencia debida o una auditoría social 
independiente que acrediten la ausencia de trabajo forzoso.

El incumplimiento de esta cláusula constituirá causa de resolución contrac-
tual conforme al art. 211 LCSP.

84 Justificado por los Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos de la ONU (2011).

85 Justificado por el art. 202 Directiva 2014/24/UE / art. 202 LCSP.
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3.2. Verificación

a)	 Documentación obligatoria de verificación previa: solvencia técnica. 

Incluir como requisito en la licitación o como obligación contractual para la 

empresa:

	– Informes de debida diligencia en derechos humanos sobre su cadena de 

suministro según los 31 Principios Rectores de la ONU.

	– Certificaciones o auditorías sociales independientes que acrediten la ausen-

cia de trabajo forzoso. 

b)	 Declaración responsable y contractual: obligación incorporada en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas. 

	– Exigir una declaración jurada en la que la empresa garantice la ausencia de 

trabajo forzoso en toda su cadena de suministro.

c)	 Cláusula de auditoría y acceso a la información: medidas de comprobación du-
rante la ejecución del contrato. 

Incluir el derecho de la Administración contratante a:

	– Requerir informes periódicos.

	– Realizar o encargar auditorías sociales externas.

	– Acceder a información sobre proveedores, subcontratistas y centros de pro-

ducción relevantes.

d)	 Mecanismos de queja o alerta temprana: obligación incorporada en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas.  

Establecer la obligación de la empresa de disponer de: 

	– Un canal de denuncias anónimo y accesible para personas trabajadoras. 

	– Un procedimiento de respuesta ante quejas relacionadas con trabajo for-

zoso: situaciones de amenazas, coacciones…

e)	 Cooperación con organizaciones independientes: obligación incorporada en el 
Pliego de Prescripciones Técnicas. 

	– Permitir o promover el monitoreo por parte de sindicatos locales, ONG espe-

cializadas en derechos laborales del sur global, organizaciones regionales y 

locales y organismos internacionales.

f)	 Consecuencias del incumplimiento: cláusulas sancionadoras. 

En caso de detectar trabajo forzoso, el contrato puede prever:

	– Penalizaciones económicas.

	– Resolución anticipada del contrato por incumplimiento de condiciones 

esenciales.

	– Exclusión de futuras licitaciones.
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3.3. Cláusulas en función del riesgo

Sector / 
Producto

Ejemplo 
documentado

Probabilidad
Gravedad 

del impacto
Cláusula sugerida 

en pliego

Caña de 
azúcar y 
castaña 
(Bolivia)

Servidumbre 
por deudas 
en la zafra y 
recolección de 
castaña.

Alta (práctica 
persistente en 
zonas rurales)

Alta (afecta 
a libertad 
personal y 
condiciones 
de vida)

Exigir trazabilidad 
hasta el productor 
y declaración 
responsable 
de ausencia de 
servidumbre por 
deudas.

Pesca 
marítima 
(Tailandia)

Explotación de 
migrantes en 
barcos (retención 
de pasaportes, 
coerción).

Alta

Muy alta 
(riesgo de 
trata y trabajo 
forzoso)

Requerir certificación 
independiente de 
derechos laborales en 
la pesca  
(ej.: auditorías 
sociales o Fair Trade 
Seafood).

Plantaciones 
(Malasia, 
palma de 
aceite)

Abusos contra 
trabajadores 
migrantes 
(endeudamiento, 
coerción).

Alta Alta

Incluir condición 
especial de ejecución 
que obligue a la 
empresa a verificar 
condiciones laborales 
de proveedores de 
aceite de palma.

Agricultura 
rural (India)

Trabajo en 
servidumbre por 
deudas (bonded 
labour).

Media-alta Alta

Solicitar informes 
de diligencia debida 
sobre riesgos de 
servidumbre y planes 
de mitigación en 
proveedores.

Ganadería y 
agricultura 
(Chaco, 
Paraguay)

Servidumbre 
de pueblos 
indígenas 
en estancias 
agropecuarias.

Media

Muy alta 
(vulneración 
de derechos 
colectivos e 
indígenas)

Condicionar la 
adjudicación a 
proveedores que 
cuenten con 
certificaciones 
de respeto a 
derechos indígenas 
o evaluaciones de 
impacto social.

Algodón 
(Uzbekistán)

Trabajo forzoso 
en cosechas 
agrícolas, aunque 
en descenso por 
reformas.

Media

Alta 
(movilización 
masiva 
estatal)

Solicitar a 
proveedores pruebas 
de no participación en 
cosechas forzosas (ej. 
certificaciones Cotton 
Made in Africa, Better 
Cotton).
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4. Eliminación de la discriminación (C100 y C111)

4.1. Cláusula sobre eliminación de la discriminación. Condición especial 
de ejecución

La empresa adjudicataria y sus subcontratistas deberán garantizar que en 
ninguna fase de la cadena de suministro vinculada al contrato se discri-
mina a los/las trabajadores/oras, conforme a la definición establecida en los 
Convenios OIT n.º 100 y 111, ratificados por España.

A tal efecto, la empresa licitadora presentará:

•	 Una declaración responsable de cumplimiento.

•	 En caso de operar en sectores o países identificados como de riesgo en esta 
convocatoria, presentará un informe de diligencia debida o auditoría social 
independiente que acredite la ausencia de trabajo forzoso.

El incumplimiento de esta cláusula constituirá causa de resolución contrac-
tual conforme al art. 211 LCSP.

4.2. Verificación

a)	 Documentación obligatoria de verificación previa, solvencia técnica. 
Incluir como requisito en la licitación o como obligación contractual que la em-
presa aporte:

	– Informes de debida diligencia en derechos humanos sobre su cadena de 
suministro según los 31 Principios Rectores de la ONU.

	– Certificaciones o auditorías sociales independientes que acredite la ausen-
cia de discriminación.

b)	 Declaración responsable y contractual: obligación incorporada en el Pliego de 
Prescripciones Técnicas.

	– Exigir una declaración jurada en la que la empresa garantice la ausencia de 
discriminación en toda su cadena de suministro.

c)	 Cláusula de auditoría y acceso a la información: medidas de comprobación du-
rante la ejecución del contrato.
Incluir el derecho de la Administración contratante a: 

	– Requerir informes periódicos. 
	– Realizar o encargar auditorías sociales externas. 
	– Acceder a información sobre proveedores, subcontratistas y centros de pro-

ducción relevantes. 

d)	 Cooperación con organizaciones independientes: obligación incorporada en el 
Pliego de Prescripciones Técnicas.

	– Permitir o promover el monitoreo por parte de sindicatos locales: ONG espe-
cializadas en derechos laborales del sur global, organizaciones regionales y 
locales y por organismos internacionales.

e)	 Consecuencias del incumplimiento: cláusulas sancionadoras.
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En caso de detectar discriminación, el contrato puede prever:
	– Penalizaciones económicas. 
	– Resolución anticipada del contrato por incumplimiento de condiciones 

esenciales.
	– Exclusión de futuras licitaciones.

5. Protección de la salud y seguridad en el trabajo 
(C155 y C157)

5.1. Cláusulas tipo

Tipo de cláusula Texto sugerido (modelo) Justificación jurídica

Condición especial de 
ejecución

«Durante la ejecución del 
contrato, la empresa adjudicataria 
y sus subcontratistas deberán 
garantizar el cumplimiento de 
las normas internacionales de 
seguridad y salud en el trabajo 
establecidas en los Convenios 
OIT n.º 155 y 187, incluyendo 
medidas de prevención de riesgos 
laborales, higiene alimentaria, 
ergonomía y protección frente a 
sustancias tóxicas. Esta obligación 
alcanza a todos los centros 
de producción de los bienes 
alimentarios suministrados, 
incluidos los situados fuera del 
territorio de la UE».

Art. 202 LCSP y art. 
18.2 Directiva 2014/24/
UE. Permite introducir 
condiciones sociales o 
laborales relacionadas 
con el objeto del 
contrato.

Criterio de adjudicación 
(valor social añadido)

«Se valorará hasta un máximo de 
X puntos que el licitador acredite 
disponer de certificaciones o 
auditorías externas de gestión 
de seguridad y salud (ISO 45001, 
Fairtrade Hired Labour, Rainforest 
Alliance) aplicables a su cadena 
de suministro en países del sur 
global».

Art. 145 LCSP (criterios 
de adjudicación 
vinculados al objeto del 
contrato).

Requisito de solvencia 
técnica

«Las empresas licitadoras deberán 
demostrar experiencia en la 
aplicación de planes de prevención 
de riesgos laborales o sistemas de 
gestión de seguridad y salud en 
entornos agrícolas o de procesado 
de alimentos».

Art. 90 LCSP 
(solvencia técnica 
acreditada mediante 
experiencia previa y 
medios materiales).
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5.2. Ejemplos de aplicación práctica por producto o sector

Sector / Producto
Riesgo típico SST (según 

OIT)
Requisito sugerido

Cacao y café (África 
occidental, América 
Latina)

Exposición a calor, químicos, 
carga física excesiva

Exigir plan preventivo validado 
o certificación ISO 45001 del 
proveedor primario.

Pesca artesanal y 
acuicultura (Asia 
sudoriental)

Accidentes, jornadas excesivas, 
trata laboral

Requerir evidencias de políticas 
de SST y auditorías verificadas 
por terceros.

Agricultura intensiva 
(América Central)

Plaguicidas, manipulación sin 
EPI, exposición solar

Incluir compromiso de 
proporcionar equipos de 
protección y formación en SST.

Procesado y 
envasado de 
alimentos

Riesgo ergonómico, cortes, 
lesiones, temperaturas 
extremas

Solicitar informe de prevención o 
control de riesgos en planta.

5.3. Verificación

•	 Declaración responsable inicial + auditoría documental posterior (art. 140 
LCSP).

•	 Certificaciones de terceros aceptadas: ISO 45001, SA8000, Fair Trade, 
Rainforest Alliance, Sedex SMETA, amfori BSCI.

•	 Planes y acciones concretas de coproducción de estándares entre la empresa 
licitadora y la empresa proveedora, procesadora, transportista, etc. estable-
cida en el sur global.

•	 Verificación cruzada con bases públicas (ej. listas OIT de sectores de riesgo, 
observaciones CEACR, informes DOL EE. UU. y FAO). 
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6. Otras cláusulas que podrían incluirse

6.1. Cláusula de participación local en la verificación de cumplimiento

Texto (condiciones especiales de ejecución) Justificación

La empresa adjudicataria deberá presentar, en el plazo 
de 3 meses tras el inicio de la ejecución del contrato, 
un informe validado por al menos una organización 
local de defensa de los derechos laborales o de 
derechos humanos, reconocida y activa en la zona 
de producción, que dé cuenta del cumplimiento de 
los estándares de trabajo decente (libertad sindical, 
edad mínima, condiciones de seguridad e higiene, no 
discriminación y no trabajo forzoso).

Art. 145.2 y 202 LCSP (criterios 
sociales en la ejecución del 
contrato); Principios Rectores 
ONU sobre Empresas y DD. HH. 
(debida diligencia); Convenios 
OIT (87, 98, 138, 182).

6.2. Cláusula de colaboración con redes de vigilancia comunitaria

Texto (pliegos técnicos) Justificación

En aquellas fases del suministro que impliquen 
procesos de producción primaria en países 
catalogados como de riesgo elevado en términos de 
derechos humanos (según matriz adjunta), la empresa 
adjudicataria deberá integrar a actores comunitarios 
(cooperativas, sindicatos locales, ONG de base o 
redes de campesinos/as) en procesos de monitoreo 
y evaluación social de los estándares laborales, 
facilitando medios materiales y logísticos.

Art. 145.2 y 202 LCSP (criterios 
sociales en la ejecución del 
contrato); Principios Rectores 
ONU sobre Empresas y Derechos 
Humanos (debida diligencia); 
Convenios OIT (87, 98, 138, 182).

6.3. Cláusula de cocertificación social con auditoría participativa

Texto (criterios de adjudicación) Justificación

Se valorará con hasta X puntos que el licitador 
disponga de mecanismos de auditoría social 
participativa en origen, validados por actores locales 
(ONG, sindicatos, consejos indígenas, redes rurales), 
en relación con el respeto a la libertad sindical, la 
erradicación del trabajo infantil y condiciones de 
salud y seguridad.

Art. 145.2.b LCSP; prácticas 
de comercio justo y auditorías 
colaborativas (Fair Trade, WFTO); 
enfoques del PNUD sobre 
verificación descentralizada.
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6.4. Cláusula de retroalimentación y mejora continua

Texto 
(condiciones de seguimiento y evaluación del 

contrato)
Justificación

Durante la ejecución del contrato, la Administración 
podrá convocar encuentros con representantes de 
los actores locales implicados en el país de origen 
del producto alimentario para evaluar el impacto del 
contrato en los derechos laborales y sociales. Esta 
retroalimentación deberá traducirse en mejoras 
contractuales en futuras licitaciones.

Principios de mejora continua 
(ISO 26000, ISO 20400); buenas 
prácticas OCDE-FAO en cadenas 
responsables de suministro 
agroalimentario.

Asimismo, pueden señalarse algunos mecanismos complementarios:

•	 Diálogo previo sobre condiciones locales. Con carácter general, una 
Administración podría realizar una consulta pública con asociaciones repre-
sentativas de productores y trabajadoras/es de determinados países pro-
veedores de productos comunes en los menús escolares, a fin de identificar 
estándares sociales y ambientales mínimos exigibles. La consulta se docu-
mentaría y serviría de base para redactar futuras condiciones técnicas del 
contrato.	

•	 Consolidar redes locales de verificación social, mediante alianzas con univer-
sidades, sindicatos o asociaciones campesinas.

•	 Presupuestar fondos para asistencia técnica en origen a través de cláusulas de 
ejecución (p. ej., destinar porcentaje del contrato al fortalecimiento de capa-
cidades locales).	

•	 Integrar indicadores cualitativos de percepción comunitaria como parte de los 
informes de cumplimiento.

Una Administración pública que realizara estas acciones sería una Administración 
preparada para afrontar un proceso de contratación pública con enfoque en de-
rechos humanos. 

Las cláusulas y esquemas de coproducción de estándares con actores locales del 
sur global, o de participación de estos en la licitación pública, pueden llegar a su-
poner un arma de doble filo ya que, pretendiendo una relación más equilibrada y 
horizontal, pueden provocar la exclusión de compra a mercados del Sur: las gran-
des empresas, quizás prefieran pagar una auditoría externa privada fácilmente 
manipulable a establecer contactos reales con las asociaciones del Sur. Para las 
empresas con grandes recursos económicos, de hecho, parecería más fácil pagar 
una auditoría.
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7. Sistema de puntuación en las licitaciones y 
promoción de los derechos humanos en el sur global: 
esquemas de colaboración o de coproducción de 
estándares con actores locales frente a existencia de 
auditorías externas de grandes empresas auditoras
¿Sería recomendable que puntuara más la existencia de esquemas de colabora-
ción o de coproducción de estándares con actores locales, que la existencia de 
auditorías externas de grandes empresas auditoras?

Esta decisión no es solo técnica, sino también política y estratégica, porque 
afecta profundamente qué tipo de relación se promueve entre empresas del norte 
global y comunidades del sur global.

Puntuar más la existencia de esquemas de colaboración/coproducción de están-
dares con actores locales del Sur tiene ventajas y desventajas.

Ventajas Desventajas

•	 Fortalecimiento del tejido social 
local (empodera a sindicatos, ONG, 
cooperativas y comunidades del 
sur global, generando capacidades 
locales duraderas).

•	 El aumento de la legitimidad del 
control (al tratarse de mecanismos 
participativos con actores que 
viven la realidad en el terreno, es 
más difícil que la verificación sea 
manipulada o superficial, a menos 
que se presten a corrupción).

•	 Rompe con el colonialismo 
normativo.

•	 Fomenta relaciones estables y 
horizontales, ya que obliga a las 
empresas a invertir tiempo, diálogo 
y recursos en construir confianza, 
no solo en «cumplir» requisitos 
formales. Finalmente, esta opción 
supone una mayor alineación con los 
principios rectores sobre empresas 
y derechos humanos (ONU), que 
destacan la participación de los 
grupos afectados como elemento 
clave en los procesos de diligencia 
debida.

•	 Dificultad de evaluación objetiva, 
ya que es más difícil traducir esta 
colaboración en un criterio de 
puntuación medible sin ambigüedades.

•	 Implica una mayor carga de 
seguimiento para la administración: 
verificar la autenticidad de estas 
relaciones puede requerir más 
recursos y conocimientos técnicos de 
los órganos de contratación.
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Puntuar más la existencia de auditorías externas de grandes empresas auditoras 
(SGS, Bureau Veritas, Sedex, etc.) tiene argumentos a favor y en contra:

Argumentos a favor Argumentos en contra

Mayor facilidad de verificar 
administrativamente, ya que son 
documentos estandarizados, con códigos 
y certificaciones internacionalmente 
conocidos.

Baja fiabilidad real.

Permite aplicar criterios objetivos con 
poco margen de interpretación (útil para 
órganos de contratación con escasos 
recursos o sin experiencia en DD. HH.).

Dependencia a grandes 
consultoras internacionales, que no 
necesariamente tienen vínculos con 
las comunidades afectadas.

Estas certificaciones ya están integradas 
en muchas cadenas de suministro, lo 
que facilita la ejecución del contrato sin 
demora.

No se promueven cambios 
estructurales (tienden a «tapar» 
los problemas con informes bien 
redactados, sin modificar las 
relaciones de poder o explotación).

Permite cierta comparabilidad entre 
licitadores, facilitando la evaluación 
técnica.

Se desincentiva el vínculo directo 
con actores locales, perpetuando un 
modelo de cumplimiento vertical y 
alejado de los territorios.

Como conclusión provisional, diríamos que, desde una perspectiva de derechos 
humanos, desarrollo sostenible y transformación estructural, es más recomen-
dable dar más puntuación a esquemas de colaboración y coproducción con actores 
locales, frente a auditorías externas estándar. No obstante, se puede mantener 
un equilibrio técnico, por ejemplo:

•	 Dar una puntuación alta (máxima) a esquemas de colaboración documenta-
dos con actores locales con impacto probado.

•	 Dar una puntuación media a auditorías externas reconocidas.

•	 Exigir como mínimo obligatorio la identificación de riesgos y una política de 
diligencia debida, aunque todavía no sea exigible por parte de la Directiva 
Europea que lo prevé.

De esta manera, se recompensa a aquellas empresas (grandes o pequeñas) que 
realmente hacen el esfuerzo de establecer vínculos éticos y colaborativos con el 
sur global.

8. Cláusulas de promoción de la contratación de 
pequeñas empresas del Sur como proveedoras de las 
licitadoras en la contratación pública alimentaria
Las siguientes estrategias y cláusulas buscan que las empresas adjudicatarias 
españolas internalicen obligaciones de respeto a los derechos humanos en sus 
relaciones contractuales con proveedores del Sur, establezcan vínculos socia-
les verificables con actores locales y se sometan a mecanismos de control más 
transparentes y plurales que las auditorías privadas estándar.
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Pese a los buenos propósitos, parecería que un aspecto clave para que una em-
presa se esfuerce en establecer vínculos reales, respetuosos y horizontales con 
sus proveedores del sur global, será cómo se puntúe en el sistema de adjudicación.

Título Texto

Incentivar relaciones verificables con 
actores locales del Sur (criterio de 
adjudicación)

«Se valorará con hasta X puntos la existencia 
de mecanismos estables de colaboración entre 
la empresa licitadora y organizaciones sociales, 
sindicales o productivas del país o países 
donde se ubiquen sus principales proveedores 
agroalimentarios. Se deberá aportar evidencia 
documental (convenios, actas de cooperación, 
informes conjuntos, testimonios verificados)».

Reconocer mecanismos de 
verificación participativa del sur global 
(condición especial de ejecución)

«La empresa adjudicataria deberá aportar 
durante la ejecución del contrato al menos un 
informe de verificación de condiciones laborales 
elaborado o coelaborado por organizaciones 
locales del Sur con acreditada experiencia 
en derechos laborales o agroecología, 
preferentemente de carácter participativo y sin 
fines de lucro».

Puntuar planes de mejora continua 
con proveedores del Sur (criterio de 
adjudicación)

«Se otorgará puntuación a los planes de 
mejora continua que la empresa proponga en 
relación con sus proveedores del sur global, 
con cronogramas verificables e indicadores de 
progreso en condiciones laborales, equidad de 
género, gobernanza democrática o transparencia 
en la trazabilidad».

Obligar a identificar y mapear las 
cadenas de suministro de riesgo 
(obligación de ejecución)

«La empresa adjudicataria deberá presentar en 
el primer trimestre de ejecución un mapa de su 
cadena de suministro de productos provenientes 
de países del sur global, identificando riesgos 
sociales y ambientales, así como mecanismos de 
seguimiento y prevención».

Crear un registro público de 
cumplimiento y sanciones 
reputacionales (condición contractual 
general)

«Los resultados de los mecanismos de 
verificación, cumplimiento de cláusulas sociales 
y cualquier incumplimiento detectado serán 
comunicados a los organismos estatales y 
autonómicos para que se publique en las listas 
de empresas en situación de prohibición de 
contratar». Art. 71 LCSP. 

9. El problema de la verificación del cumplimiento 
de las cláusulas específicas a la protección de los 
derechos humanos
La verificación práctica de cláusulas sociales, especialmente cuando se trata de 
hechos ocurridos en cadenas de suministro largas, opacas y transnacionales es 
uno de los nudos críticos en la contratación pública responsable. Ello es así por-
que existe un desfase geográfico probatorio, es decir, las Administraciones lici-
tadoras están muy alejadas del punto de producción (fincas, talleres, campos) 
donde pueden ocurrir las vulneraciones de derechos. 
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Existe además una asimetría de información, ya que las empresas tienen control 
sobre la información de sus proveedores y la administración depende de lo que 
declaren esas empresas. Finalmente se añade la falta de mecanismos indepen-
dientes para la verificación, ya que esta se delega en la parte contratista.

9.1. Estrategias de verificación que podrían traducirse en cláusulas admi-
nistrativas

Estrategia Descripción Herramientas prácticas
Justificación 

jurídica

Cláusula de 
trazabilidad 
documentada

Exigir trazabilidad del 
suministro hasta origen y 
registros de inspecciones o 
auditorías internas.

Certificados de origen, 
contratos con proveedores, 
informes de auditorías 
sociales.

Art. 202 LCSP

Principios 
de debida 
diligencia 
(OCDE, ONU)

Inclusión 
de terceros 
verificadores

Permitir auditorías externas

independientes, con coste a 
cargo del contratista.

ONG locales, redes 
sindicales globales 
(p.ej. IUF), 86organismos 
acreditados.

Jurisprudencia 
CJUE (Max 
Havelaar, 
RegioPost)

Participación 
de 
interlocutores 
sociales

Incluir en los mecanismos 
de verificación a sindicatos 
del país de origen, o 
entidades con presencia en 
el terreno.

Acuerdos con federaciones 
agrícolas, informes 
sindicales, mecanismos de 
queja de trabajadores.

Convenios OIT 
nº 87 y 98 

Recomendación 
190

Declaración 
jurada 
reforzada

Sustituir la mera declaración 
responsable por una 
declaración reforzada con 
consecuencias legales 
contractuales en caso de 
falsedad.

Modelo de declaración 
vinculante y penalizable; 
incluir sanción automática 
por falsedad.

Art. 71 y 211 
LCSP 

Jurisprudencia 
TCu y 
tribunales 
contencioso- 
administrativos

Mecanismo 
de quejas 
accesible y 
transnacional

Establecer una vía para 
recibir quejas anónimas 
sobre posibles vulneraciones 
desde los países de origen.

Línea digital, buzón de 
denuncias, colaboración 
con ONG y Defensorías del 
Pueblo en el sur global.

Principios 
Rectores ONU 
(Principio 31)

Condición de 
subrogación 
ética

Obligación del contratista 
de trasladar las cláusulas 
de respeto a DD. HH. a sus 
subcontratistas, con prueba 
documental.

Cláusula de «flujo 
descendente» (pass down 
clause) en contratos de la 
cadena.

Principios 
Rectores ONU + 
Art. 202 LCSP

86	 La International Union of Food, Agricultural, Hotel, Restaurant, Catering, Tobacco and Allied Workers’ 
Associations (IUF), conocida en español como Unión Internacional de Trabajadores de la Alimentación, 
Agrícolas, Hoteles, Restaurantes, Catering, Tabaco y Afines (UITA), es una federación sindical interna-
cional que agrupa a sindicatos de sectores como la alimentación, la agricultura, la hostelería, la restau-
ración, el catering y el tabaco. Fundada en 1920, cuenta con más de 12 millones de miembros en 127 
países, con una presencia destacada en el sur global. Opera a través de organizaciones regionales autó-
nomas en África, Asia-Pacífico, el Caribe, Europa y América Latina. En esta última región, colabora con 
sindicatos nacionales en países como México, Argentina y Honduras, respaldando iniciativas para for-
talecer los derechos laborales y mejorar las condiciones de trabajo en sectores clave.
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No hay verificación perfecta, pero sí ha de perseguirse la verificación suficiente 
en grado máximo: la clave es generar una presión jurídica e institucional razonable 
que desincentive la vulneración de derechos humanos y socioambientales y obli-
gue a los operadores económicos a gestionar sus cadenas con diligencia. 

En cuanto a la transparencia y la participación, además, deben abrirse espacios 
a terceros (ONG, sindicatos, comunidades locales) en la verificación: esta aper-
tura, aparte de aumentar la transparencia y la participación, democratiza la con-
tratación pública y proporciona un control más efectivo que el control puramente 
administrativo. 

La falsedad debe ser sancionada: el uso fraudulento de declaraciones debe tener 
consecuencias reales y automáticas, como penalidades económicas, inclusión en 
registros o exclusión de futuras licitaciones.

10. La no deforestación

10.1. Ejemplos de cláusulas

Distinguiremos cuatro supuestos, en función de si la empresa licitadora es opera-
dora, comerciante y de si es una gran empresa o pyme.

Supuesto 1. La empresa licitadora es una gran empresa e importa el cacao desde 
Ghana

Fase Obligación

1. Recopilación de 
información

Identificar el producto, su cantidad, país de producción (Ghana) y 
las coordenadas geográficas de la parcela donde se cultivó el cacao 
(Art. 9.1.a)

2. Evaluación del 
riesgo

Analizar si existe un riesgo de que el cacao no sea libre de 
deforestación o no cumpla la legislación ghanesa (uso de suelo, 
derechos laborales, etc.). (Art. 10.1)

3. Mitigación del 
riesgo

Si el riesgo es «no despreciable» (Ghana podría clasificarse como 
país de riesgo), debe adoptar medidas de mitigación: auditorías, 
certificaciones, verificación de campo o cambio de proveedor.  
(Arts. 10.2 y 10.3)

4. Declaración de 
diligencia debida

Registrar electrónicamente en el sistema de la UE (DDSIS) la 
declaración de diligencia debida antes de la importación.  
(Arts. 4.2 y 24.1)

5. Control aduanero La aduana verifica la existencia de dicha declaración antes de 
permitir la importación. (Art. 24.1)

6. Conservación y 
cooperación

Guardar la documentación durante 5 años y ponerla a disposición 
de la autoridad competente si lo requiere. (Art. 11.1 y .2)

En este caso, la empresa asume toda la responsabilidad del cumplimiento, tanto en 
materia de riesgo como de trazabilidad.
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¿Qué puede exigir la Administración pública contratante en un pliego?

Acreditar la existencia de una declaración 
de diligencia debida registrada en el sistema 
electrónico de la UE (DDSIS).  
(Art. 3.c y 4.2 del Reglamento 2023/1115)

Verificar que los productos cumplen 
las tres condiciones (libres de 
deforestación, conformes a la 
legislación del país de origen, 
declaración presentada).

Presentar evidencia documental de la evaluación 
del riesgo (informes de trazabilidad, certificaciones, 
auditorías, etc.). (Art. 9.1.a)

Garantizar que la empresa ha 
evaluado y mitigado los riesgos de 
deforestación.

Identificar el origen geográfico de las materias 
primas (país y coordenadas de producción).  
(Art. 9.1.a)

Asegurar trazabilidad total.

Compromiso contractual de mantener los registros 
durante 5 años y ponerlos a disposición de la 
autoridad contratante. (Art. 11.1 y .2)

Facilitar auditorías posteriores o 
comprobaciones.

Declaración responsable de cumplimiento 
del Reglamento 2023/1115 como obligación 
medioambiental y social derivada del Derecho de 
la UE. (Art. 18.2 de la Directiva 2014/24/UE y art. 1 
LCSP)

Permite excluir ofertas que no 
cumplan la normativa UE obligatoria.

La administración contratante podrá exigir todos o algunos de estos documentos, 
en un estadio inicial o posterior, basándose en el principio de proporcionalidad 
y en las posibilidades que ella misma tenga de acceder a la información. Al res-
pecto, debemos considerar que:

•	 La declaración de diligencia debida es un documento básico y la administra-
ción licitadora puede solicitar una copia o el número de registro en el DDSIS 
(arts. 3.c y 4.2). La Administración no puede comprobar si existe la declara-
ción en el sistema, a menos que esa administración concreta haya sido desig-
nada por el Estado como autoridad competente o mediante cooperación inte-
radministrativa (arts. 14, 15 y 33).

•	 La documentación de soporte (evaluación del riesgo, trazabilidad y medidas 
de mitigación) es un conjunto de documentos a los que la administración 
contratante no puede acceder directamente. El DDSIS no contiene toda la 
documentación interna de evaluación de riesgo o trazabilidad; solo la infor-
mación declarada resumida: (a) identificación del operador, (b) producto y 
cantidad, (c) país y coordenadas de origen, (d) declaración de cumplimiento. 
La evaluación de riesgo, los informes de auditoría y demás documentación 
permanecen en poder del operador y solo deben entregarse si son requeridos 
por las autoridades competentes en una inspección o control (art. 11.1 y 15.1).

La declaración de diligencia debida es el documento central y suficiente para 
acreditar el cumplimiento del Reglamento ante las autoridades. Sin embargo, esa 
declaración no sustituye internamente a la documentación de soporte (evalua-
ción del riesgo, medidas de mitigación, trazabilidad, etc.), que debe existir y con-
servarse (art. 11). Por tanto, la Administración pública contratante puede aceptar 
la declaración registrada como prueba principal de cumplimiento, y reservarse el 
derecho de requerir la documentación de soporte si lo considera necesario (por 
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ejemplo, en una auditoría o control de ejecución del contrato). Pero también po-
dría optar por pedir alguno de los documentos de soporte con carácter previo. La 
proporcionalidad vuelve a ser clave en este punto.

Supuesto 2. La empresa licitadora es una pyme e importa el cacao desde Ghana

En este caso, debe cumplir las mismas obligaciones materiales (art. 3) y, al ser 
operadora debe presentar su declaración, pero con mayor apoyo y menor carga 
burocrática. Esta declaración simplificada implica que puede utilizar plataformas 
sectoriales o asociaciones para cumplir colectivamente la diligencia debida (art. 
30.3) y que puede recibir asistencia técnica y guías de las autoridades compe-
tentes (art. 31).

Supuesto 3. La empresa licitadora es una gran empresa y no importa ni exporta, 
sino que adquiere dentro de la UE el cacao que fue importado desde Ghana

Fase Obligación

1. Verificación 
documental

Debe comprobar que el proveedor/importador dispone de una 
declaración de diligencia debida válida y asociada al lote de cacao. 
(Art. 8.2)

2. Registro interno
Conservar información sobre el proveedor y las cantidades 
adquiridas. (Art. 11.2)

3. Responsabilidad 
residual

Si el comerciante sabía o podía saber que el producto incumple, 
sigue siendo responsable. (Art. 8.7)

4. Comunicación
Si obtiene información de riesgo posterior, debe notificarlo a las 
autoridades competentes. (Art. 8.6)

Supuesto 4. La empresa licitadora es una pyme y no importa ni exporta, sino que 
adquiere dentro de la UE el cacao que fue importado desde Ghana

En tal caso, no necesita realizar su propia evaluación de riesgo ni crear una de-
claración nueva, sino que puede remitirse a la declaración de diligencia debida de 
su proveedor (art. 8.5) y conservar una información mínima. Esto reduce su carga 
administrativa, pero no la exime de responsabilidad si distribuye productos que in-
cumplen el Reglamento (art. 8.7).

Entonces, el art. 8.5 establece que «los comerciantes que sean microempresas 
o pequeñas y medianas empresas podrán remitirse a la declaración de diligencia 
debida presentada por el operador o comerciante a quien hayan adquirido los pro-
ductos pertinentes».

La pyme no accede al expediente completo de su proveedor (evaluación del riesgo, 
auditorías, certificaciones, etc.) pero sí debe poder obtener de su proveedor:

•	 El número de referencia o copia de la declaración de diligencia debida regis-
trada en el sistema de la Comisión (DDSIS).

•	 La identificación del operador que la presentó.

•	 La trazabilidad comercial del lote adquirido (contrato, albarán, factura, ficha 
técnica).

«Los comerciantes conservarán durante cinco años la información que les per-
mita identificar a los operadores o comerciantes a quienes hayan suministrado 
los productos pertinentes y, cuando sea posible, los lotes concretos». (Art. 11.2)
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En definitiva, la pyme tiene obligación de conservar documentación de soporte 
mínima, aunque no de elaborar su propia evaluación de riesgo.

Esa documentación incluye:

1.	 Referencia o copia de la declaración de diligencia debida de su proveedor.

2.	 Datos de identificación del proveedor y del producto/lote.

3.	 Facturas, contratos o albaranes que prueben el origen del suministro.

4.	 Compromiso interno de no comercializar productos sin cobertura en una de-
claración válida.

En síntesis, de todos los supuestos, si la empresa importa directamente, la licita-
dora asume la plena carga de la diligencia debida y del análisis de riesgo, pero si 
compra dentro de la UE, hereda la obligación de verificar la trazabilidad, pero no 
realiza la evaluación del riesgo por sí misma.

Las pymes tienen simplificación procedimental, pero no exención material: deben 
poder demostrar la cadena de conformidad ante la administración contratante o 
la autoridad competente. A partir de estas obligaciones, la Administración con-
tratante puede determinar qué pedir y cuándo.

Esta declaración de diligencia debida relativa a los productos libres de deforesta-
ción es distinta a la que exige la Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 13 de junio de 2024, sobre diligencia debida en materia de sos-
tenibilidad (CSDDD), a la que nos vamos a referir en el siguiente apartado.

11. Diligencia debida

11.1. Cláusula tipo de diligencia debida en sostenibilidad (grandes empre-
sas). Condición especial de ejecución

La empresa adjudicataria, en tanto que entidad con más de 1.000 trabajadores y 
volumen de negocio igual o superior a 450 millones de euros, deberá aplicar en 
toda su cadena de suministro los procesos de diligencia debida en materia de de-
rechos humanos y medio ambiente establecidos en la Directiva (UE) 2024/1760 
(CSDDD).

La adjudicataria presentará, a requerimiento del órgano de contratación, un in-
forme de diligencia debida o certificación independiente que acredite:

•	 La identificación y evaluación de impactos adversos, reales o potenciales, en 
derechos humanos y medioambientales vinculados al contrato.

•	 Las medidas adoptadas para prevenir, mitigar o remediar dichos impactos. 
En concreto, la integración de las evaluaciones anteriores en sus procesos 
internos de gestión y en la selección de proveedores.

•	 Los mecanismos de seguimiento y comunicación pública implementados.

El incumplimiento de esta obligación podrá dar lugar a penalidades o a la resolu-
ción del contrato, conforme al art. 211 de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector 
Público.
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11.2. Cláusula de diligencia debida en sostenibilidad (pymes)

La empresa adjudicataria, aun no estando comprendida en el ámbito de aplicación 
directo de la Directiva (UE) 2024/1760 (CSDDD), deberá aplicar procedimientos 
de diligencia debida proporcionales a su tamaño y capacidad, de conformidad con 
los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos 
(2011) y las Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales (2011, revisa-
das 2023).87 En particular, deberá:

•	 Evaluar riesgos relevantes en derechos humanos y medio ambiente asociados 
a su actividad y a la de sus principales proveedores.

•	 Adoptar medidas razonables para prevenir o mitigar impactos negativos 
identificados.

•	 Comunicar al órgano de contratación, mediante declaración responsable, las 
políticas y actuaciones básicas implementadas.

Estas exigencias se interpretarán conforme al principio de proporcionalidad y 
podrán ser verificadas mediante auditorías documentales cuando así se estime 
necesario.

Estas cláusulas anticipatorias cumplen con los criterios de claridad y objetividad 
(referencia normativa concreta e identificación del contenido), verificabilidad (in-
formes o certificaciones) y proporcionalidad (alineada con un marco europeo ya 
en vigor, aunque no plenamente exigible).

Son condiciones especiales de ejecución (art. 202 LCSP). Se incluyen en el pliego 
de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y se aplican durante la ejecu-
ción del contrato, aunque pueden verificarse desde la fase de licitación.

Hemos de observar que para las grandes empresas se puede exigir 
acreditación inicial, dado que ya disponen de informes, sistemas de 
compliance o certificaciones adaptadas a la CSDDD, y la carga no es 
desproporcionada. En cambio, para las pymes es recomendable no 
se exigir acreditación de entrada, basta una declaración responsable 
inicial. La verificación detallada puede hacerse durante la ejecución si 
el órgano lo considera necesario.

12. Ejemplos de buenas prácticas
Para finalizar esta guía, mencionamos algunas de las iniciativas o buenas prácti-
cas de distintas comunidades autónomas del Estado español. No podemos afir-
mar que la contratación pública, tanto española, como europea, haya prestado 
demasiada atención al Derecho Internacional de defensa de los derechos huma-
nos, los ejemplos habitualmente los encontramos en la introducción de produc-
tos de comercio justo. 

87	 La OCDE las concibe como empresas que operan en más de un país y que están vinculadas a través 
de relaciones de propiedad o control, con capacidad de coordinar sus operaciones a nivel internacio-
nal (OCDE, 2023).

→
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→ El Ayuntamiento de Barcelona dispone de una instrucción técnica alimentaria 
de obligado cumplimiento para sus unidades de contratación.88

En relación con la materia que tratamos, la instrucción establece como obligación 
(en el PPT) que una serie de alimentos sean de comercio justo, diferenciando el 
tipo de servicio:

Catering permanente Catering puntual Máquinas expendedores

Si el menú incorpora productos 
como café y chocolate, estos 
deben ser de comercio justo 
o equivalente de acuerdo con 
la definición establecida en 
la Resolución del Parlamento 
Europeo sobre Comercio Justo 
y Desarrollo (T6-0320/2006), 
cumpliendo en todo caso 
el artículo 201 de la Ley de 
Contratos del Sector Público 
(especificación técnica).

El café y el chocolate 
deben ser de comercio 
justo y ecológicos (de 
acuerdo con la Resolución 
del Parlamento Europeo 
sobre Comercio Justo 
y Desarrollo (T6-
0320/2006).

Prioritariamente el café y 
el chocolate deben ser de 
comercio justo, al menos 
en el 50 % de su oferta (de 
acuerdo con la Resolución 
del Parlamento Europeo 
sobre Comercio Justo y 
Desarrollo (T6-0320/2006).

→ El Ayuntamiento de Madrid dispone de la Instrucción 2/201689 sobre la incorpo-
ración de cláusulas éticas de comercio justo en contratos, concesiones y autori-
zaciones sobre la incorporación de cláusulas éticas de comercio justo en contra-
tos, concesiones y autorizaciones en el Ayuntamiento de Madrid, sus organismos 
autónomos y entidades del sector público municipal, aprobada por Decreto de 
18 de julio de 2016, del Delegado del Área de Gobierno de Economía y Hacienda.

En esta Instrucción se establece la siguiente obligación (en el PPT):

«La entidad deberá incluir en su oferta como mínimo, la incorporación de un pro-
ducto de comercio justo de los relacionados a continuación: Café, té y otras infu-
siones, azúcar, galletas, crema de cacao, cacao instantáneo, cacao puro, bombo-
nes, tabletas y barritas de chocolate». 

→ En el caso del Ayuntamiento de Zaragoza, sus pliegos establecen la obligato-
riedad del café de comercio justo:

En aplicación del acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 18 de marzo de 
2005, será obligatoria la utilización del café denominado de «comercio justo», de 
acuerdo con lo establecido en el pliego de prescripciones técnicas.

Se establece como incumplimiento grave la obligación de utilizar café denomi-
nado de «comercio justo».

Cabe destacar que Zaragoza ha sido una ciudad pionera en la introducción en sus 
licitaciones de productos de comercio justo. Este largo recorrido favorece que 
disponga de datos; así, en 2016 la Federación Aragonesa de Solidaridad junto con 

88 Ajuntament de Barcelona (2022).

89 Ayuntamiento de Madrid (2016). 
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el Ayuntamiento de Zaragoza, realizó un diagnóstico del cumplimiento de los cri-
terios para que Zaragoza sea declarada ciudad por el comercio justo.90 Mediante 
este estudio, entre otros objetivos, se analizan distintas licitaciones relacionadas 
con el servicio de bar y si se dispone o no de productos de comercio justo.

→ En el País Valencià, el Decreto 118/2022, de 5 de agosto, del Consell, por el que 
se regula la inclusión de cláusulas de responsabilidad social en la contratación 
pública y en las convocatorias de ayudas y subvenciones, 91 establece como con-
dición especial de ejecución el comercio justo; si bien con la obligación de selec-
cionar los que el órgano de adjudicación considere y uno o dos en función de si se 
trata de la Generalitat o una Administración local.

Productos de comercio justo

En los contratos de servicios o suministros de productos alimentarios, textiles u de 
otro tipo en los que exista oferta de comercio justo, la empresa adjudicataria de-
berá incluir un mínimo de dos productos con etiqueta de comercio justo o equiva-
lente, como por ejemplo de alimentación café, azúcar, cacao o galletas, entre otros.

En el caso de contratos de servicios, en las acciones de difusión que realice, la 
empresa o entidad adjudicataria deberá, asimismo, dar a conocer los productos 
de comercio justo que ofrece a los usuarios del servicio.

→ La Comunidad Autónoma de Cantabria dispone del Decreto 75/2019, de 23 de 
mayo, por el que se establecen las directrices de política general sobre la incorpo-
ración de criterios y cláusulas sociales en la contratación del sector público de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria. 92 En él se recogen determinadas cláusulas, 
entre las que se encuentra la siguiente: «La empresa o entidad adjudicataria deberá 
incorporar en la prestación del servicio o en el contenido del suministro productos 
de comercio justo, siempre que las características del contrato lo permitan».

→ En Navarra existen distintas iniciativas locales. 

Los Ayuntamientos de Noain, Pamplona, Burlada y Tudela han adoptado mociones 
en sesión plenaria a favor del comercio justo. 

El 16 de marzo de 2006 el Pleno del Parlamento de Navarra aprobó la siguiente 
Resolución: «El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a adoptar 
medidas jurídicas, financieras y organizativas para la participación del comercio 
justo y el consumo responsable en las Administraciones Publicas, así como para 
el apoyo a determinadas actividades a desarrollar por estas organizaciones en el 
ámbito de la información a los consumidores, la educación, la sensibilización, la 
información de interlocutores del mercado y la introducción de las tecnologías 
de la sostenibilidad en toda la cadena comercial». Igualmente, tanto la cafete-
ría de la Casa de Cultura y las dependencias municipales del Ayuntamiento de 
Burlada, como el Parlamento de Navarra y el Instituto Ibaialde disponen de café 
de comercio justo en las máquinas de vending.93

90 Ayuntamiento de Zaragoza (2016).

91 Generalitat Valenciana (2022). 

92 Gobierno de Cantabria (2019). 

93 Lesmes Zabalegui (2021, p. 24).
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→ El Ayuntamiento de Esporles (Baleares), además de favorecer la contratación 
pública responsable, hace pedagogía directa para la población infantil. Por ejem-
plo, se distribuyen caramelos de comercio justo durante la cabalgata de los Reyes 
Magos (5 de enero).94

→ El Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz en la Instrucción para la contratación so-
cialmente responsable y sostenible95 dispone que:

Se podrá valorar hasta un máximo del 25 % del total de la puntuación a aquellas 
ofertas que se comprometan a utilizar productos de Comercio Justo: 

a)	 Conforme a un determinado importe económico. 
b)	 Respecto a un porcentaje concreto sobre el presupuesto base de licitación.

A lo largo de esta guía se han expuesto argumentos normativos suficientes para 
que los órganos de licitación tomen en consideración la necesidad y la obligación 
de incluir en sus cláusulas administrativas y técnicas toda consideración relacio-
nada con la defensa de los derechos humanos.
También se han explicado, y no únicamente mencionado, los distintos convenios 
internacionales del trabajo y sus correspondientes interpretaciones, algunas de 
ellas a partir de casos prácticos.
Vivimos tiempos convulsos en los que la globalización alcanza su máximo esplen-
dor, para bien y para mal. Cada día surgen nuevos acuerdos comerciales Norte-
Sur, así como cambios e imposiciones arancelarias liderados por Estados Unidos. 
En este contexto, la responsabilidad institucional y técnica debe ser máxima y 
orientarse siempre a la protección de las personas.

94 Coordinadora Estatal de Comercio Justo. (2023, p. 18).

95 Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz (2016, p. 40).
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	) Se debe evitar una narrativa que reproduzca estereotipos de pasividad, 
corrupción o falta de agencia de los países del Sur. Muchas comunidades 
y organizaciones locales luchan activamente por sus derechos, y deben 
ser consideradas sujetos activos de derechos.

	) Los poderes públicos tienen la obligación de proteger los derechos 
humanos, incluso cuando las actividades económicas se desarrollan 
fuera del país: así lo reconocen las Naciones Unidas.

	) En el contexto de la contratación pública alimentaria, la obligación de 
incorporar criterios sociales y medioambientales en la contratación 
pública implica que las Administraciones públicas deben garantizar que 
las compras públicas de alimentos (y no únicamente de alimentos) no 
contribuyan directa o indirectamente a violaciones de los derechos huma-
nos en ninguna fase de la cadena de suministro. Esto abarca el respeto a 
los derechos laborales reconocidos por la OIT, el derecho a una alimenta-
ción adecuada, los derechos de las mujeres, de la infancia y de los pue-
blos indígenas y campesinos.

	) La imposición de estándares éticos sin diálogo Sur–Sur y sin estructuras 
de apoyo Norte–Sur puede terminar funcionando como una forma sofis-
ticada de exclusión: bajo el lenguaje de la protección, se consolidan mer-
cados cerrados a los pequeños productores o empresas del sur global.

	) Esto no significa que no deban exigirse derechos humanos, sino que 
deben exigirse desde una lógica de corresponsabilidad y justicia global.

	) Muchos países del Sur enfrentan limitaciones en términos de capacida-
des administrativas, técnicas, jurídicas y presupuestarias. Esto no sig-
nifica incapacidad, sino marcos institucionales debilitados o capturados 
por intereses privados, muchas veces heredados de modelos coloniales 
y neoliberales, pero también provocados por organizaciones criminales. 

	) A pesar de las limitaciones estatales y de los riesgos existentes, en el sur 
global operan redes de defensa de derechos humanos, sindicatos, ONG, 
cooperativas campesinas, movimientos sociales e iglesias que realizan 
una labor esencial. Este continúa siendo un potencial ignorado por la con-
tratación pública internacional.

CONCLUSIONES
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	) La contratación pública debe sentar las bases para alcanzar un modelo 
ético y político en la redacción de sus cláusulas mediante la coproduc-
ción de estándares y condiciones, la propuesta de incentivos diferencia-
dos, no solo exigencias, el uso de mecanismos de verificación descentrali-
zados y participativos y la redacción de cláusulas orientadas a resultados, 
no solo a medios.

	) La normativa europea y española vigente legitima la introducción de 
cláusulas que alineen la compra pública con la protección de los derechos 
humanos y la sostenibilidad en las cadenas globales. Las Administraciones 
públicas, al diseñar pliegos de licitación para la contratación agroalimen-
taria, cuentan con un fundamento jurídico sólido para incorporar exigen-
cias sociales y medioambientales.

	) El respeto a los derechos laborales reconocidos en la OIT en materia de 
contratación pública se fundamenta en la Directiva 2014/24/UE (art. 18.2 
y 57.4), la Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público (LCSP) (arts. 1, 
145.2, 149.4 y 201), los convenios fundamentales de la OIT ratificados 
por España, la Agenda 2030 y el ODS 8.

	) La licitación pública no puede exigir acreditar el cumplimiento estatal de 
un convenio de la OIT, pero sí el comportamiento empresarial concreto. 
En el pliego de contratación, las cláusulas deben trasladar la obligación 
internacional al plano empresarial, verificar el cumplimiento por parte de 
la empresa, no del Estado, e integrar el enfoque de riesgo.

	) Resulta de gran utilidad práctica que la Administración conozca datos 
sobre vulneraciones y riesgos en países y sectores de origen, a fin de 
diseñar pliegos más sólidos, justificar cláusulas y focalizar la debida dili-
gencia empresarial en contextos de alto riesgo. Para ello resultan funda-
mentales las matrices de riesgos.

	) Una matriz de riesgo es una herramienta que identifica y clasifica, de 
forma sistemática, los riesgos de un proceso o actividad según su proba-
bilidad de ocurrencia y su impacto, para priorizar medidas de prevención 
o control. Deben actualizarse periódicamente para que la Administración 
tenga siempre criterios de riesgo defendibles y al día. Es, pues, un ins-
trumento dinámico.

	) El uso de matrices de riesgo permite una mayor justificación téc-
nica para exigir diligencia debida reforzada y sistemas de verificación 
proporcionales.

	) Libertad sindical y negociación colectiva (C87 y C98). El derecho de liber-
tad sindical y de negociación colectiva es un derecho de doble titularidad: 
sujeto activo, titular de los derechos: los trabajadores y los empleadores 
y sujeto pasivo, quien viene obligado por esos derechos: el Estado y los 
empleadores.

	) Eliminación del trabajo forzoso (C29 y C105). En cuanto a la definición de 
«trabajo forzoso», se han interpretado las dos variables que lo configuran: 
amenaza de una pena y ausencia de consentimiento libre y voluntario. 

	) Abolición del trabajo infantil (C138 y C182). Mientras que el C138 regula la 
edad mínima de admisión al empleo como mecanismo preventivo y busca 
la abolición progresiva del trabajo infantil (por ello eleva gradualmente la 
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edad mínima hasta equipararla con la finalización de la enseñanza obli-
gatoria), el C182 busca la abolición inmediata de las peores formas de 
trabajo infantil, por lo que se considera de carácter urgente y prioritario 
y no admite gradualidad.

	) Eliminación de la discriminación (C100 y C111). El convenio C100 protege 
el derecho de toda persona a percibir la misma remuneración por un tra-
bajo de igual valor, sin discriminación basada en el sexo. El C111 pro-
tege el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato en el empleo 
y la ocupación, sin discriminación por las causas expresamente prohibi-
das (cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de 
raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen 
social, que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades 
o de trato en el empleo y la ocupación).

	) Protección de la salud y seguridad en el trabajo (C155 y C187). El C155 
(1981), sobre seguridad y salud de los trabajadores (SST) tiene por objeto 
establecer la obligación de los Estados de formular, aplicar y revisar una 
política nacional coherente de seguridad y salud en el trabajo (SST) y de 
prevenir accidentes y daños a la salud derivados de la actividad laboral. 
El C187 (2006) tiene por objeto consolidar un sistema nacional de mejora 
continua en materia de seguridad y salud laboral.

	) En relación con el objeto de esta guía, ambos convenios resultan especial-
mente relevantes porque los riesgos laborales en agricultura, ganadería, 
pesca y procesado de alimentos son altos (exposición a plaguicidas, maqui-
naria, calor, jornadas extensas, trabajo informal). En el sur global, estos 
riesgos se agravan por la ausencia de inspecciones laborales, la informali-
dad y la subcontratación. La inclusión de cláusulas OIT de seguridad y salud 
permite romper el vínculo entre contratación pública y cadenas de suminis-
tro inseguras o insalubres.

	) La no deforestación. A través de su Reglamento se pretende garantizar que 
determinados productos básicos y derivados asociados a la deforestación 
y la degradación forestal que se comercialicen o exporten desde la Unión 
Europea no hayan contribuido a dichos procesos.

	) Se establecen normas relativas a la introducción y comercialización en el 
mercado de la Unión, así como a la exportación desde la Unión, de los pro-
ductos pertinentes: ganado bovino, cacao, café, palma aceitera, caucho, 
soja y madera.

	) La diligencia debida es el «conjunto de obligaciones que tiene una empresa 
para identificar, prevenir, mitigar y poner fin a los impactos adversos reales 
o potenciales en derechos humanos y medio ambiente en sus propias acti-
vidades, las de sus filiales y en sus cadenas de valor».

Las cláusulas anticipatorias refuerzan la posición de las Administraciones públi-
cas como actores responsables en el comercio global. Frente a posibles vulnera-
ciones de derechos humanos se debe participar en las acciones para revertir la 
situación injusta y asegurarse de la efectiva reparación del daño causado a las tra-
bajadoras y los trabajadores.
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